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SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 39) 


Damos entrada al Acta N” 109, correspondiente a la versión taquigráfica de las delegaciones 
recibidas por la Comisión el día 20 de junio. 


Damos la bienvenida a las autoridades del Ministerio de Salud Pública, presidida por el Ministro Interino de 
Salud Pública, doctor Miguel Fernández Galeano, quien concurre acompañado por el Director General de 
Secretaría, economista Daniel Olesker; el Subdirector General de Secretaría, doctor Gilberto Ríos; la 
Directora del Instituto Nacional de Donación y Transplante, doctora Inés Álvarez, y el Adscripto a la 
Dirección General de Secretaría, escribano Julio Martínez. 


Vamos a considerar el Inciso 12, "Ministerio de Salud Pública", que incluye los artículos 267 al 295. Más allá 
de alguna intervención previa que quiera realizar el señor Ministro interino, consideraríamos artículo por 
artículo o los grupos de artículos que traten sobre el mismo tema. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- Por primera vez vamos a presentar un 
mensaje presupuestal en el marco de dos leyes que aprobó este Parlamento: la Ley_N” 18.211, por la 
cual se creó el Sistema Nacional Integrado de Salud, y la Ley N” 18.161, por la cual se descentralizó 
ASSE. Una vez que ASSE pasó a ser un servicio descentralizado, el Ministerio de Salud Pública 
concentró sus acciones, fundamentalmente, en la rectoría del sistema de salud. Si el señor Presidente 
me lo permite, señalaré brevemente que esta función de rectoría tiene un papel fundamental a la hora 
de garantizar los derechos exigibles en cuanto a una atención integral y de calidad para toda la 
población. Las funciones de regulación y control englobadas en el concepto general de rectoría resultan 
absolutamente imprescindibles para garantizar que los cambios que se produzcan en el modelo de 
financiamiento y en el modelo de gestión y de atención no afecten las reglas de juego claras ni la 
calidad de la atención. Para nuestro Ministerio, la función de rectoría incorpora tareas tan 
importantes como la de conducción política del sistema de salud. Por lo tanto, hay todo un tema de 
orientación y de visión acerca de hacia dónde va el sistema. 


También tenemos las funciones de regulación, habilitación, certificación, etcétera, de bienes, servicios y 
recursos humanos 


Además, tenemos la función de armonizar las prestaciones y modular el financiamiento, o sea, la de 
garantizar los objetivos y metas prestacionales de los servicios de salud, públicos y privados; en un Sistema 
Nacional Integrado de Salud la función de rectoría refuerza -si cabe- el papel fundamental de un Ministerio 
de Salud Pública a la hora de garantizar no solo derechos sino también un tratamiento igualitario y simetría 
entre los distintos efectores, es decir, entre los diferentes servicios de salud, ya sean públicos o privados. Por 
lo tanto, las funciones del Ministerio cobran una enorme importancia estratégica en el funcionamiento del 
conjunto del sistema. 


Por otra parte, es claro que estas funciones se ejercerán directamente por el propio Ministerio y, en particular, 
por dos Direcciones cuyos titulares nos están acompañando en el día de hoy; me estoy refiriendo a la 
Dirección General de Secretaría -DIGESE- y a la Dirección General de la Salud -DIGESA-, pues otra 
competencia de la rectoría implica el desarrollo de las funciones esenciales de salud pública relacionadas con 
la vigilancia epidemiológica, el control y la promoción de la salud, la promoción de estilos saludables de vida 
y de programas de salud, y el diseño, la definición y el control de la ejecución de planes de atención integral. 
El Ministerio ejercerá estas funciones a través de la DIGESE en lo que refiere a la evaluación y el control de 
los aspectos administrativos, financieros y económicos del sistema de salud, y a través de la DIGESA en lo 
relativo a los programas y a la vigilancia epidemiológica. Para decirlo resumidamente: cada una de estas 
competencias y responsabilidades del sistema de salud tiene una desagregación muy importante, que veremos 
en algunos artículos y que forma parte de esa idea de la función de rectoría. Y aclaro que esta función es 
indelegable, que solo puede cumplirla el Estado con total claridad y correspondencia. 


Finalmente, quiero acotar que la Ley N” 18.211, por la que se creó el Sistema Nacional Integrado de Salud, 
también dio lugar a un servicio desconcentrado: la Junta Nacional de Salud. Hay muchas competencias que la 
Ley confiere a esta Junta Nacional de Salud y que deben garantizarse a través del presupuesto del Ministerio, 
porque es un organismo desconcentrado de esta Cartera y, sobre todo, porque tanto la DIGESE como la 
DIGESA van a cumplir funciones absolutamente fundamentales en lo que hace a sus competencias. 


Queremos destacar que la Junta Nacional de Salud, por el Ministerio, está integrada por el Director General 
de la Salud, que la preside, el doctor Jorge Basso, quien en este momento está participando del Comité 
Ejecutivo de la Organización Panamericana de la Salud; por el Director General de Secretaría, economista 
Daniel Olesker, quien nos acompaña; y por los alternos, que son los Directores de dos servicios directamente 
involucrados con la función de la propia JUNASA: la Directora de la División Economía de la Salud, 
economista Ida Oreggioni y el Director de la División Servicios de Salud, señor Álvaro Baz. 


Paso al articulado. Hemos organizado la presentación del articulado en bloques; el primero va de los 
artículos 267 a 269, que incluye los aspectos vinculados a la política de regulación del consumo de tabaco; y 
el segundo va de los artículos 270 a 274, que comprende la distribución de los recursos humanos entre ASSE 
y el Ministerio de Salud Pública. 


Luego viene un artículo que refiere al convenio salarial con los funcionarios no médicos de la Cartera del 
Ministerio de Salud Pública y a los gastos de funcionamiento e inversión del propio Ministerio. Después 
tenemos el artículo 278, que refiere al proyecto Banco Mundial, y a continuación los artículos 279 a 281 que 
aluden a la Junta Nacional de Salud, JUNASA. 


El bloque integrado por los artículos 282 a 284 tiene que ver con la reestructura de la Dirección General de la 
Salud -al tratarlos voy a solicitar que se autorice a hacer uso de la palabra al señor Subdirector General de 
Salud, doctor Gilberto Ríos- y con la reestructura de la Dirección General de Secretaría. 


Luego hay un capítulo particular con varios artículos que refiere al Instituto Nacional de Donación y 
Trasplante de Células Tejidos y Organos, razón por la cual está presente en esta reunión la Directora de dicho 
centro, doctora Inés Alvarez, por si fuera necesario ampliar alguna información al respecto. 


Comienzo haciendo referencia al primer capítulo mencionado, sobre la política de regulación del consumo de 
tabaco; comprende los artículos 267 a 269. Estos artículos no tienen recursos financieros; se incorporan en 
este proyecto de ley, porque cuando se estaba elaborando el decreto de regulación de la ley sobre el consumo 
de tabaco, entendimos que debían tener una expresión de tipo legal. 


Por el artículo 267 se agrega al artículo 3* de la Ley_N* 18.256 un inciso final que expresa: "También se 
consideran espacios cerrados, los espacios interiores no techados cuando se encuentren dentro del área 
edificada" 


La explicación de esta norma es que en muchos lugares se empezó a recurrir a la práctica de levantar el techo 
o utilizar patios interiores para destinar algunos sitios como espacios para fumadores. Entonces, se entendió 
que esto planteaba algunos problemas. Uno de ellos es que se suele destinar para los fumadores un lugar muy 
reducido, y no creemos que sea bueno. Nos parece que la política del Ministerio en cuanto al control del 
tabaquismo no pasa por esto que se hace en algunos países -se establece una especie de lugar cerrado, de coto 
de fumadores-, por una razón simbólica y porque el fumador termina exponiéndose a una contaminación 


mayor por humo de tabaco. Además, en muchos casos estos sitios están ubicados a continuación de los 
destinados para los no fumadores, por lo que se produce un efecto de contaminación sobre el resto de los 
espacios. 


Como este aspecto no estaba regulado en la ley, por lo que no podía ser parte del decreto reglamentario sino 
que debía tener una definición legal -así lo entendió la asesoría letrada del Ministerio y de Presidencia-, 
estamos incorporando este artículo 267. 


Por el artículo 268 se establecen modificaciones al inciso primero del artículo 7” de la Ley N* 18.256, que 
refiere a publicidad, promoción y patrocinio. Se agrega, pues, la prohibición del "uso de logos o marcas o 
elementos de marca de productos de tabaco, en productos distintos al tabaco". También se prohibe: "El uso de 
marcas o logos de productos distintos al tabaco en productos de tabaco" y "la elaboración y/o venta de 
alimentos, golosinas, juguetes y otros objetos que tengan forma de productos de tabaco y puedan resultar 
atractivos para los menores". 


Creo que estos artículos se comentan por sí solos: eliminan formas que, de alguna manera, puedan constituir 
elementos de promoción y publicidad del tabaco que, por una vía colateral, actúen en contrario a lo que trata 
de evitar la Ley N* 18.256. Esta es una norma muy importante que coloca a nuestro país a la vanguardia en la 
lucha contra el tabaco; por lo tanto, a fin de completar lo que esta determina, se ha agregado el artículo 268. 


Finalmente, para terminar este bloque, el artículo 269 agrega al artículo 16 de la Ley N* 18.256 un 
inciso final que dice: "Autorízase al Ministerio de Salud Pública a que por resolución fundada" -y voy a 
insistir sobre este tema más adelante- maneje mecanismos de penalización alternativa, sustituyendo los 
montos de las multas por programas de prevención y control de consumo de tabaco. 


Quiero aclarar contundentemente que no se trata de que este sea el único mecanismo de sanción; para 
muchos actores, seguramente, lo será la multa. Esto está previsto fundamentalmente como un mecanismo 
alternativo, porque en este proceso, que tiene mucho de cultural, mucho de cambio, hay actores locales que 
muchas veces no llegan a ejercer los controles pertinentes y se piensa que una pena alternativa puede 
estimular a que surjan respuestas con respecto a la problemática del tabaquismo. Pero si esto sucede, por 
ejemplo, en una empresa, donde se tiene conocimiento cabal de la materia, la multa será la medida. 


O sea que esta es una posibilidad facultativa -por eso se habla de resolución fundada-, pero no se establece 
que se sustituyen de manera general e irrestricta todas las multas por este mecanismo de penalización 
alternativa ya que uno de los objetivos importantes que tiene todo este proceso relativo al tabaquismo es la 
educación y la promoción de la salud como elementos fundamentales. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Primero que nada saludo al señor Ministro y demás autoridades que 
nos visitan. 


Mi planteamiento tiene que ver con el artículo 267. Luego de que la Ley N* 18.256 se estableció, muchos 
locales, muchas instituciones, entre las que nos encontramos, adecuaron espacios de acuerdo con dicha 
norma para los trabajadores y funcionarios fumadores. En todas las instituciones, negocios y locales de este 
Uruguay hay trabajadores que fuman, ya que aún no hemos terminado de combatir esta grave enfermedad 
que es el tabaquismo. Ahora, no estoy de acuerdo con este artículo y tampoco lo voy a votar. Me hubiera 
gustado más que en la redacción se estableciera concretamente en qué espacios dentro de un edificio no se 
podría fumar, de qué tamaño y con qué características técnicas. Entiendo que el alcance que se pretende con 
esta ley es generoso, pero también considero que hay personas que deciden seguir fumando, y a ellas se les 
debe dar un espacio, sea el que sea, adecuado técnicamente a los requisitos de preservación de la salud como 
puede ser que no tenga una puerta que comunique al resto del edificio, que su tamaño sea adecuado, etcétera. 
No creo que eliminar la posibilidad de fumar en estos espacios donde que la ley lo permite sea una solución 
que respete la libertad de todos los seres humanos de esta patria. Me parece que esto para nada contribuye 
con el funcionamiento de las instituciones desde que en grandes edificios los empleados tienen que salir a la 
calle y estar parados allí fumando, en definitiva, durante el tiempo de trabajo. 


Me gustaría que se tuviera en cuenta mi planteamiento. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quisiera saber qué interpretación tiene el señor Ministro 
acerca del alcance de la palabra "tabaco" en estas modificaciones de la ley. ¿Se refiere solo a fumar el 
tabaco que conocemos como tal o también a fumar otros productos que no sean tabaco? ¿Qué 
regulación se hace para el consumo de otros productos? Digo esto porque, por ejemplo, en el 
artículo 268, donde se habla del uso de las marcas y de los logos, siempre se hace referencia al tabaco. 
Entonces, quisiera saber si esto tiene una limitación y, en ese caso, cuál es el encuadre exacto. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Saludo al señor Ministro y a la delegación que lo acompaña. 


Celebro que estos tres artículos hayan sido incluidos en un proyecto de ley. Si no se hubieran incluido en esta 
Rendición de Cuentas, se podría haber configurado algún tipo de ley complementaria a la Ley N* 18.256, ya 
que la Asesoría Jurídica -según expresó el Ministro- fue la que indicó que estos elementos no podían formar 
parte de una reglamentación sino que eran objeto de ley. Como no soy abogado, no realizaré comentarios al 
respecto. 


El artículo 267 es un gran acierto en el proceso de desnormalización del consumo de tabaco. Además, lo que 
se incluye en esta norma está avalado científicamente, dado que en los lugares conocidos como peceras - 
espacios interiores, con cuatro paredes, que tienen comunicación con el resto de una edificación y que 
carecen de techo o de cobertura superior- se han hecho estudios con instrumentos de medición de 
micropartículas y se han encontrado altísimos niveles de contaminación en las zonas contiguas interiores y, 
aun, en las exteriores, por lo cual no se estaría protegiendo al resto de las personas. Es decir que la no 
existencia de la cobertura superior, de por sí, no garantiza la eliminación de todas las partículas que se deben 
eliminar, y esto va en línea con la desnormalización del consumo de tabaco, que no es algo que se haya 
inventado en el Uruguay ni en estos años. El Uruguay lo único que ha hecho es diseñar una política de Estado 
en la materia; esto viene siendo norma en la Unión Europea, en los Países Árabes, en muchos Estados de los 
Estados Unidos de Norteamérica, en Canadá y en varios países de Sudamérica que han seguido, en alguna 
medida, el modelo uruguayo. 


Respecto del artículo 268, podemos recordar que algunos de los elementos que incluye estaban recogidos en 
el proyecto de ley que aprobó la Cámara de Representantes y que luego fue rechazado en el Senado. Por eso, 
no hago más que celebrar algo que ya se había votado por parte de los Diputados casi en forma unánime. No 
hay nada peor que el hecho de que, a través del juego, un niño termine concibiendo como normal o se 
considere hasta "didáctico" -entre comillas- fumar un cigarrillo de chocolate; parece muy inocente. El niño 
toma como normal la conducta de sus padres, son sus modelos; admira un deportista y copia su conducta, la 
de las personas que le inspiran respeto, y por ello la industria, muy hábilmente, diseña estos productos para 
que, luego, lo que empieza como un juego en la niñez termine en una práctica que lleve a la adicción en la 
adolescencia. Como hemos dicho algunas veces, en el 80% de los casos, esto sucede cuando la persona no es 
libre de decidir, cuando es menor de edad. Y tan es así, que no son libres de decidir, que los menores de edad 
no pueden votar, no son imputables, no van a la guerra, no se pueden casar ni tener tarjetas de crédito, 
etcétera; ninguna de estas cosas pueden hacer. 


Se puede compartir el criterio del artículo 269, pero quiero dejar sentado un alerta en la versión taquigráfica. 
Me gustaría que el señor Ministro tomase nota de algo que, por lo que él ha comentado y por el espíritu de la 
norma, tal vez podría perfectamente ser llevado adelante. El hecho de que las penas alternativas sean 
económicas, que haya penas alternativas por programas de prevención y control, nos parece adecuado en 
algunas circunstancias; sin embargo, queremos dejar constancia de que, en caso de que la industria tabacalera 
cometiese alguna infracción -por dar un ejemplo-, difícilmente se le podría aceptar la instrumentación de 
algún tipo de programa de prevención y control de tabaquismo. Sabemos que la historia está plagada de casos 
en los que la propia industria elabora programas de prevención y control, que no son otra cosa que caballos 
de Troya. 


Recordemos la historia del ex titular de la Secretaría de Salud de México, doctor Frenk, a quien no solo le 
costó su cargo el hecho de que la industria tabacalera introdujera un caballo de Troya con la política de que 
cada peso mexicano que se pagaba por cada cajilla de tabaco iría al programa de prevención y control, sino 
tal vez -la historia ya está escrita- también la del Director General de la Organización Mundial de la Salud. 
Entonces, esperemos que esto no suceda. Por nuestra parte, confiamos en la idoneidad del programa de 
control de tabaco del Ministerio. A su vez, esto puede ser perfectamente una alternativa. 


Por otra parte, voy a dejar una idea planteada. Hay un centro asistencial, el Hospital de Clínicas, que es 
donde más se viola la Ley N* 18.256. Al subir y bajar sus escaleras se pueden ver en el piso colillas que muy 
difícilmente hayan sido traídas desde la calle. Sin duda, debe haber estado alguna persona fumando. Yo 
pongo este ejemplo, pero en cualquier centro asistencial se puede trocar la pena monetaria que estipula la ley 
por un programa de asistencia hacia quienes no sean sus beneficiarios. Ya que a través de esta ley en el 
Uruguay entero los centros asistenciales están obligados a tener programas de prevención y de control el 
tabaquismo para todos los fumadores, para todos los adictos, sería espectacular que algún centro asistencial 
donde se violara la norma, rápidamente se viera en la obligación de instrumentar estrategias para atender aun 
a la población no beneficiaria, que no va a tener un tratamiento rápido por parte de su propio centro 
asistencial. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Me imaginé que mi compañero iba a contestar la pregunta dirigida 
al señor Ministro. 


(Interrupción del señor Representante Asqueta Sóñora) 


——Conocemos su trabajo en la lucha contra el tabaquismo; sabemos que es muy razonable y lo 
apoyamos; simplemente, a veces, no estamos de acuerdo con ciertos extremos. 


Teniendo en cuenta que la pregunta está respondida desde el punto de vista técnico, deseo saber si hay algún 
informe que especifique la superficie y la cantidad de personas que en ella pueden fumar para que no haya 
una contaminación en exceso; me refiero al caso de esas peceras, que pueden ser más grandes y tener doble 
cerramiento. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- En cuanto a la definición a que aludía el 
señor Diputado, tanto la ley como el decreto reglamentario utilizan la expresión "productos del 
tabaco" y engloban las distintas formas de consumo: pipa, habano, rapé, cigarrillo armado. Reitero 
que esta ley alude al tabaco en sus distintas formas de consumo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Y la marihuana? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- No está en la definición de esta ley, lo que no 
significa -como se ha tratado de interpretar- que ello constituya una habilitación para el consumo de 
marihuana. Reitero que en la ley se dice: "productos del tabaco". 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ..- Así que: no a la marihuana. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- Como acabo de decir no está definida en los 
artículos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Es decir que, hablando claramente, todo este ajuste en las 
normas no refiere a fumar marihuana. O sea, en un lugar donde no se puede fumar tabaco, sí se puede 
fumar marihuana. 


SEÑOR GAMOU.- Antes que nada aclaro que en este tema me comprenden las generales de la ley, 
porque yo soy fumador. 


En cuanto a lo planteado, es como que me digan que si el Poder Ejecutivo estableciera la prohibición de 


entrar a un baile con un cuchillo de 25 centímetros, se podría entrar con un revólver calibre 45 porque no dice 
nada al respecto. Y en realidad, no se puede fumar marihuana, ni en locales cerrados ni abiertos. 


(Interrupción del señor Representante Gandini) 


——Qué necesidad hay de ponerlo en un proyecto! 


(Campana de orden) 


——Según tengo entendido, no está habilitado fumar marihuana, hachís, consumir pasta base y 
tampoco un montón de cosas más. Entonces, cuando estamos haciendo una campaña contra el tabaco, 
no se nos pida que hagamos también una campaña contra las drogas duras. Además, con esta 
redacción no se puede interpretar que no te podés fumar un cigarrillo en la pecera del Palacio 
Legislativo, pero sí te podes tirar un porro. Nadie está diciendo eso. Seamos serios. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quiero seguir discutiendo con el señor Ministro porque las 
otras aclaraciones no van a satisfacer estas preguntas concretas. 


Todos sabemos que se debe estipular claramente qué es lo que se va a controlar. El Ministerio establece en el 
articulado que se trata de un lugar abierto que está dentro de la construcción; seguramente, eso será 
reglamentado y los inspectores van a saber qué espacios tienen que controlar, si los que están en el mismo 
edificio, si un patio, etcétera. Pero también se puede generar una controversia con respecto a fumar 
marihuana, que no es fumar tabaco. Si el Ministerio dice que el tabaco no es marihuana, entonces, esta 
discusión se puede plantear. ¿Por qué no? 


El supuesto que plantea el señor Diputado Gamou es de él, es personal; no es el supuesto de este proyecto de 
ley. Además, todos sabemos que hay quienes promueven el consumo de marihuana, que no está prohibido, lo 
que deja a las claras esa contradicción que tenemos en Uruguay pues sí lo está su venta. 


En definitiva, si estoy fumando marihuana en un local, ¡no estoy fumando tabaco! No estoy fumando ni en 
pipa, ni en cachimbo, ni cigarrillo, ni habano; estoy fumando marihuana. Esta es la aclaración que solicito 
haga el Ministerio porque acá, en el Parlamento, votamos leyes que luego son reglamentadas. Y cuanto más 
claras sean las leyes mejor, porque ello facilita la reglamentación y la aplicación y se evitan posteriores 
contiendas judiciales. 


SEÑOR GANDINI.- La pregunta del señor Diputado José Carlos Cardoso es absolutamente pertinente 
y la aclaración del señor Diputado Gamou está fuera de lugar. En el Uruguay el consumo de drogas 
está permitido; no está sancionado ni penalizado. Lo que sí está penalizado es pasar, distribuir, vender, 
introducir, traficar y otras acciones que la ley sanciona representadas por toda otra serie de verbos 
nucleares. Consumir no está penalizado. Por esa razón, la pregunta es pertinente. Si una persona 
ingresa a un local cerrado fumando un cigarrillo cualquiera, comete hoy una infracción que está 
sancionada. La pregunta es: si ingresa a ese mismo local a fumar un cigarro de marihuana, ¿está 
sancionado? La pregunta es bien clarita y la tiene que contestar el señor Ministro y el señor Diputado 
Gamou tiene que leer la ley. 


(Interrupción del señor Representante Gamou) 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- Si no estoy equivocado, el tema referido al 
control del tabaquismo ha estado a consideración de ambas Cámaras durante un largo período, con la 
participación de todos. Luego, la sanción fue absolutamente mayoritaria. 


No veo como una contradicción lo que se plantea en cuanto al consumo de marihuana, pero si se introdujera 
en el proyecto de ley no haría otra cosa que generar rispidez donde no debería haberla. La Ley N* 18.256, de 
6 de marzo de 2008, que aprobó este Parlamento, no hace otra cosa que bajar a la realidad nacional y de una 
forma muy completa e integral establece el reglamento marco que ciento ochenta países han aprobado en 
relación a la lucha contra el tabaco. 


Eso es lo que hizo este Parlamento; esto es lo que hizo este país y eso es lo que hoy estamos regulando. 


La política con respecto al consumo de marihuana forma parte de otro debate, de otra consideración y de 
otros elementos. Pero si ese es el tema que se va a tratar en esta Comisión, con gusto, como médico, como 
Ministro Interino, como Subsecretario o como ciudadano, estoy en condiciones de aportar mi punto de vista, 
tal como lo he hecho en alguna otra ocasión en la Comisión de Salud Pública de la Cámara de Diputados. 


Debo decir con total claridad -si eso es lo que me preguntan- y adelantar que -como lo hemos dicho y lo ha 
manifestado la Junta Nacional de Drogas- el consumo de marihuana no es inocuo. Este consumo, en términos 
de afectación de la salud, tiene un conjunto de consecuencias que hemos planteado claramente. Lo que se ha 
establecido aquí es una política de regulación del consumo de tabaco por el peso que este tiene, en términos 
de pandemia, o sea, de epidemia, en un conjunto de países, que ocasiona un impacto sanitario muy fuerte. Lo 
otro forma parte de una discusión que, aunque yo no banalizo ni coloco en un costado, está fuera del análisis 
que hoy está realizando la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. Esta Comisión está 
analizando tres artículos referentes al consumo de tabaco. 


Dicho esto, quiero manifestar que en este tema hemos coincidido con legisladores de todos los partidos; 
muchas veces Diputados que no son del Partido de Gobierno han hecho aportes muy importantes como, por 
ejemplo, el señor Diputado Asqueta Sóñora. Pienso que ha habido mucha interacción y que se ha puesto 
mucha cabeza para respetar simultáneamente los derechos de la gente y el objetivo de estas leyes, que es 
evitar la extensión de una adicción como el tabaquismo. 


Por otro lado, se han hecho algunos comentarios con respecto al artículo 267. La señora Diputada Peña 
Hernández planteó el problema de la regulación. El decreto reglamentario -que no tenemos a la vista- 
establece con mucha claridad las características de los lugares donde se puede fumar, cuando estos están 
fuera de la superficie edificada. Allí se establece una relación entre paredes y techo para que el espacio 
abierto sea efectivamente eso y no un saludo a la bandera -perdóneseme la expresión coloquial- de espacio 
abierto. Por ejemplo, las peceras -que se pueden ver en los aeropuertos- son un típico caso de aquello de que 
es peor la enmienda que el soneto, porque producen tres efectos absolutamente negativos. El primer efecto es 
que hay continuidad de contaminación, porque un lugar al que podemos acceder, obviamente, se puede entrar 
y salir. Por lo tanto, la contaminación -como decía el señor Diputado Asqueta Sóñora- se puede verificar y es 
muy alta, sobre todo si se concentra la gente que está fumando. El segundo efecto es el de la estigmatización 
del fumador; no hay peor manera de tratar una adicción que diciendo: "Ustedes, a la pecera" o "Ustedes al 
lugar donde se está fumando". Y el tercer efecto no es menor; nosotros no estamos afiliados a la idea del 
disciplinamiento desde el Estado sino a la idea del respeto de los derechos de terceros. Me refiero, 
concretamente, a que en un lugar donde la gente va a fumar el personal de servicio entra y sale, por lo que se 
está exponiendo al tabaquismo a personas que no tienen por qué respirar el aire contaminado de quienes 
fuman. 


Reitero al señor Presidente de la Comisión, que el mundo está mirando cómo Uruguay está regulando este 
tema, cómo se lo ha tomado en serio y cómo la sociedad uruguaya está respondiendo -cuando me refiero a la 
sociedad uruguaya también hablo del nivel parlamentario y político- y coincidiendo en la idea de conseguir 
un objetivo, de garantizarlo y de no caer en eso de "Hecha la ley, hecha la trampa". 


Entonces, respetando la preocupación de la señora Diputada Peña Hernández referente a no limitar aún más 
los derechos de otros, digo que este agregado resulta imprescindible, porque la alianza que funciona en 
Uruguay -un conjunto de organizaciones estatales y de la sociedad civil vinculadas al tema- planteó la 
necesidad de que esto estuviera plasmado en el decreto reglamentario. Pero como el decreto reglamentario no 
podía contener elementos que, a juicio de los abogados, carecieran del rango necesario para formar parte de 
nuestro marco normativo, se tomó la decisión de incorporarlos en una norma presupuestal. En ese sentido, 
quiero pedir disculpas al señor Presidente porque en una reunión de la Comisión de Presupuestos integrada 
con la de Hacienda no solo estamos discutiendo la política global del país en cuanto al tabaquismo sino 
también con respecto al consumo de drogas, para cuya comercialización, venta, etcétera, existen claras 
restricciones legales. 


Creo que si algo han demostrado el Ministerio de Salud Pública y la Junta Nacional de Salud es que tenemos 
la clara voluntad de responder con contundencia y eficacia -nunca antes alcanzada hasta hoy- en el control de 
la oferta, a través de la política que se ha llevado adelante desde la Dirección Nacional de Represión del 
Tráfico Ilícito de Drogas, y de la demanda, a través de programas educativos. Se está trabajando sobre el 
conjunto de la población, y se está tratando de reducir el daño, aplicando políticas en esa materia. 


El valor de haber tenido una política de Estado respecto del tabaquismo no merece que lo hagamos ir por el 
costadito y hablar de si se está incorporado o no una sustancia. Me permito hacer ese comentario porque 
parece que estamos frente a una política de Estado que el mundo mira como tal y saluda como un avance. 


Flaco favor le hacemos a los contenidos de esta política si discutimos aspectos accesorios y no sustantivos. 
De todos modos, esto no quiere decir que el país no se deba una discusión con respecto a las drogas ilegales. 


SEÑOR GAMOU.- Recién mis queridísimos colegas ponían énfasis en que mi pregunta o mi reflexión 
estaba fuera de lugar. Pero si vamos a llevar esto al paroxismo, a la Ley N” 18.256, hagamos una 
enumeración taxativa de lo que no se puede hacer en espacios cerrados, que no es solamente fumar 
tabaco, fumar marihuana, fumar hachís, porque tampoco puede inyectarse heroína... 


(Interrupciones) 


esnifar coca, olfatear nafta o pegamento, ni olfatear un montón de cosas más. Esto también tiene 
que ver con el sentido común. 


(Interrupción del señor Representante José Carlos Cardoso) 

——_N 0, si usted quiere... 

SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Diputado Gamou: diríjase a la Mesa. 
SEÑOR GAMOU.- Sí, señor Presidente, me dirijo a usted. 


Entonces, lo que no podemos hacer, mucho menos en una Rendición de Cuentas, ni con algo tan bien 
intencionado -ojalá esto se hubiera hecho hace treinta y cinco años cuando un servidor empezó a fumar-, es 
pretender solucionar todo a partir de una ley contra el tabaquismo. ¡Caramba! ¿Cada vez que hacemos una 
ley prohibiendo determinada actividad en un espacio cerrado, tenemos que nombrar todo lo que no se puede 
hacer? 


En el fondo saben que tengo razón y que no se puede hacer una enumeración taxativa porque, además, podría 
agregar los "sprays". ¿O no se sabe el gran problema que tiene el mundo con respecto al abuso de las drogas? 
Entonces ¿tenemos que hacer una enumeración taxativa de lo que no se puede hacer en espacios cerrados? 
¿O debemos poner un poquito de sentido común y ayudar en este sentido? Por supuesto que el Gobierno no 
está diciendo que no se puede fumar en un boliche cerrado pero sí fumar pasta base o un porro. No, claro que 
no, pero tampoco se puede detallar todo. Esto debe ser mucho más que ver de sentido común que con otra 
cosa. La pregunta tiene que ser si este artículo es bueno o malo. Yo creo que es bueno, porque ayuda a 
perfeccionar la definición. Nadie se va a sentir liberado de ir a fumar marihuana a un espacio cerrado por el 
artículo 267 de la Rendición de Cuentas de este año. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No voy a prolongar el debate con el señor Diputado Gamou, 
pero él sabe que las leyes tienen que ser taxativas. Eso es lo que tiene que hacer la ley. 


Miren, por ejemplo, el artículo 268 que redacta el Ministerio, cuando refiere a las prohibiciones para la 
publicidad; fíjense los señores Diputados si no es taxativo. Allí se habla de la elaboración y venta de 
alimentos, golosinas, juguetes u otros objetos, de la colocación de marcas, logos, elementos, uso de dibujos 
de tipo animado en publicidad, etcétera. Eso es una descripción de lo que se prohíbe. Precisamente de eso se 
trata. Haciendo leyes como las que propone el señor Diputado Gamou, genéricas, que luego alguien 
interpretará de acuerdo como le parezca. Tenemos algunos ejemplos, como la ley de concubinato, en la que 
cada Juez la interpreta de acuerdo a como le parece, porque la ley no describió nada ni resolvió nada. Es 
exactamente lo contrario de lo que dice el señor Diputado Gamou. Las leyes tienen que ser explicativas y, 
precisamente, describir qué van a prohibir; mucho más cuando van a prohibir algo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero recordar a los señores legisladores que vamos a tener tres días de 
sesión en la Cámara y habrá tiempo para dialogar e intercambiar opiniones. 


SEÑOR GAMOU.- Ya que vamos a hablar de hacer leyes absolutamente taxativas, entonces tendremos 
que estar en sesión permanente, porque todos los días se inventan nuevas drogas. 


SEÑOR GANDINI.- Me voy a referir a otro tema vinculado a este pero, previamente, tengo que 
aclarar al señor Diputado Gamou que la ley es taxativa. La ley es taxativa en relación a las drogas 
ilegales. La legislación vigente establece que el consumo personal de drogas y estupefacientes está 
permitido. Inclusive, está permitida la tenencia de la cantidad necesaria para el consumo personal. Si 
una persona está dentro de un establecimiento y está consumiendo drogas ilegales, no comete delito; lo 
comete si se lo pasa al de al lado. Eso encuadra en la figura delictiva, pero no el consumo. 


Por lo tanto, el señor Diputado Gamou pone alegremente una serie de ejemplos tratando de ridiculizar un 
debate importante y una opción que ha hecho el sistema legal uruguayo: permitir el consumo de 
estupefacientes y de drogas. Lo permite: es una decisión de nuestro ordenamiento jurídico. Ningún Juez 
condena a nadie porque esté consumiendo cualquier tipo de estupefacientes, aun los más repulsivos, si está 
sentado en el cordón de la vereda y lo está haciendo personalmente. Por lo tanto, reitero que la pregunta fue 
pertinente. 


Quisiera referirme a otro asunto. Lamento tener que hacerlo, pero el Poder Ejecutivo nos envía normas no 
presupuestales en una ley presupuestal, introduciéndonos en un debate que, obviamente, no es presupuestal, 
ni de la Ley de Presupuesto ni de esta Comisión. Esta es una ley de Rendición de Cuentas y no es para poner 
estos artículos, pero el Poder Ejecutivo los incorpora y nos hace introducir en este debate. 


Ahora simplemente quiero dejar una constancia. El Poder Ejecutivo ha sido estricto en materia de combate al 
consumo de tabaco. Esta es una decisión que ha tomado y que ha sido respaldada. Sin embargo, siendo el 
tabaco una droga legal, hay otras, a mi juicio, tan dañinas para la salud humana como el tabaco. Me refiero 
específicamente al consumo de alcohol con el que el Poder Ejecutivo no solo no ha sido estricto sino que está 
siendo permisivo y, en algunos casos, involuntariamente, promotor. Quiero manifestar que no me ha 
resultado pertinente, agradable, ni feliz el aviso publicitario que se emite en horario nocturno en la televisión, 
cuyo mensaje principal es: "Si tomás alcohol, no manejes". Dicho aviso fue realizado mediante dibujos 
animados, y no sé si su elaboración fue realizada por el Ministerio de Salud Pública o por la Junta Nacional 
de Drogas porque no lleva firma o, por lo menos, no la pude percibir. El mensaje es que tomar alcohol está 
bárbaro, nos divertimos en pila, nos caemos de la moto, nos decimos chistes, estamos todos borrachos, 
vomitamos en la calle, nos traen hielo para ponernos en determinadas partes del cuerpo y pasamos fenómeno; 
ahora sí: no manejes. Creo que el mensaje es absolutamente infeliz y pediría al Ministerio de Salud Pública 
que revise la emisión de esos avisos, porque son promotores del consumo de alcohol. Están en la misma línea 
de los avisos de las propias bebidas alcohólicas, que lo que transmiten es: "Tomando andamos todos 
bárbaro". Vamos a bailar, vamos de campamento, andamos en las sierras, en las playas y siempre nos 
acompaña un producto alcohólico. Ese es el mensaje que está dando la campaña publicitaria que paga algún 
organismo del Gobierno -reitero, no sé si el Ministerio de Salud Pública o la Junta Nacional de Drogas-, pero 
aun en ese caso corresponde al Ministerio la conducción de la política en la materia y creo que debería ser 
más cuidadoso. He participado de algún debate ocasional de algunos jóvenes frente al televisor cuando vieron 
esos avisos y me llamó la atención cuáles eran las conclusiones que sacaban. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Es muy interesante esta discusión sobre las prevenciones, qué es lo que hay 
que prohibir y qué es lo que hay que permitir, pero no es para analizar en este momento. Es bueno que 
el Parlamento se de la posibilidad de discutir todos estos temas, pero no durante el tratamiento de una 
Rendición de Cuentas, sino en alguna otra circunstancia en la cual serán bienvenidas todas las ideas 
que estén planteadas con respecto al control, ya sea de medicamentos, alcohol, tabaco o de lo que se les 
ocurra. 


Estos artículos refieren a la ley contra el tabaco. No sé si es bueno o no que estén incluidos en una Rendición 
de Cuentas, pero de hecho lo están y aparentemente siempre fue así. Creo que habría que discutir aquí si se 
integran o no en esta ley de Rendición de Cuentas, y tal vez no deberían estar. Ese argumento sería de recibo 
y lo podríamos discutir. Ahora, hablar del control de tabaco o de otras sustancias en medio de esta discusión, 
me parece que no es lo que está planteado. No obstante, reitero que me parece muy importante que en algún 
momento el Parlamento uruguayo se dedique -una vez pasada esta etapa de análisis de la Rendición de 
Cuentas- a discutir qué controlamos, cómo lo hacemos y cuáles son las formas que nos damos para tener 
leyes que permitan el control de las otras sustancias. Lo que hay que discutir es si conviene que estos 
artículos estén acá o no, y no otra cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguimos con el análisis de los artículos siguientes. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- Quiero dejar una constancia. Entendimos 
que, habiéndose aprobado el decreto reglamentario, era importante que estos componentes de dicho 
decreto no quedaran pendientes de resolución y, por eso se tomó el camino de incorporar estos tres 
artículos. 


Respecto a lo que planteaba el señor Diputado Gandini sobre el tema del alcohol, la Junta Nacional de 
Drogas está trabajando en un proyecto de ley a efectos de ponerlo a consideración del Parlamento nacional. 
Se trata de una regulación sobre el consumo de alcohol -el consumo de alcohol es un tema distinto al del 
consumo de tabaco, por muchos aspectos que sería muy extenso mencionar- que apunta a resolver el 
problema de los riesgos principales que hoy corre particularmente la población joven. 


Pido permiso, señor Presidente, con respecto al segundo bloque que habíamos anunciado -es decir, la 
distribución de los recursos humanos entre ASSE y el MSP, artículos 270 a 274-, para ceder el uso de la 
palabra al Director General de Secretaría, economista Daniel Olesker. 


SEÑOR OLESKER.- Los temas que voy a abordar son los que restan de la presentación presupuestal 
del Ministerio, exceptuando lo que corresponde a los recursos para la transformación del Estado de la 
Dirección General de Salud -DIGESA-, a lo que se referirá el doctor Gilberto Ríos, Subdirector 
General de Salud. 


Si los señores Diputados analizan la propuesta del Inciso 12 -lo que voy a expresar ahora y lo que luego 
planteará el doctor Ríos-, verán que el grueso está orientado a la estructuración de los recursos humanos y a 
los cambios en las políticas de adjudicación y estructura de recursos humanos. Esto es así porque, como 
refirió el señor Ministro interino al comienzo, el Ministerio de Salud Pública, separado de la Administración 
de Servicios de Salud del Estado por la Ley_N* 18.161 que lo transformó en servicio descentralizado, quedó 
con la responsabilidad de la rectoría y de la regulación del sector salud. Además, quedó con la rectoría y la 
regulación de un sector en reforma que exige un aumento en cantidad y en calidad. Por eso, la mayor parte de 
los artículos Y ahora los voy a enumerar apunta en esa dirección. 


Por un lado, están los artículos 270 a 274, en los que se estructura la separación de recursos humanos entre 
ASSE % Administración de los Servicios de Salud del Estado, hoy Inciso 29, y el Ministerio de Salud 
Pública, Inciso 12. El proceso de transición vivido por ASSE y el MSP hizo necesario normatizar esta 
separación. Además, en la ley de ASSE se establece un plazo que ya está culminado. En este proyecto de ley 
de Rendición de Cuentas solicitamos su extensión, porque la estructuración estaba prevista en un plazo que la 
propia conformación del Directorio Y y del período que comprende el otorgamiento de las venias al 
Directorio% hizo que fuera muy exiguo, de un mes o dos, para poder hacer una separación de aspectos que 
estaban ligados, los que en términos de sus políticas de recursos humanos y financieros, de su dotación, 
estaban juntos. Además, muchos de los recursos humanos de ASSE, en el marco de la política de reestructura 
del Ministerio habían pasado a la rectoría y viceversa. 


Los artículos 270 a 274 no tienen ningún impacto desde el punto de vista del financiamiento. Son normas que 
bajo distintas modalidades, separación de ASSE del Ministerio, integración de Comisiones de apoyo, 
etcétera, legitiman esta situación. 


El artículo 275 sí plantea recursos financieros: $ 16:500.000. Esto es porque en octubre del año pasado, el 
Ministerio de Salud Pública y la Administración de Servicios de Salud del Estado firmaron un acuerdo 
salarial con los trabajadores no médicos, nucleados en la Federación de Funcionarios de Salud Pública, por 
un incremento salarial de 20% que comenzaba a regir a partir de la promulgación de esta Rendición de 
Cuentas y que tiene su etapa final el 1” de enero de 2009. En el caso de ASSE, esta incluirá, cuando concurra 
a este ámbito, la fundamentación de los recursos. En el caso del Ministerio, el costo anualizado de este 
convenio firmado, que incluye un incremento salarial y una reestructura de recursos humanos en términos de 
superación de algunas inequidades en el gasto, es de $ 16:500.000. Con los funcionarios de Salud Pública se 
había firmado un convenio que preveía que una vez promulgada la ley de Rendición de Cuentas habría un 
incremento de 5%, y el 1” de enero de 2009, un 10%, lo que sumaba un 15% que, a su vez, se sumaba al 5% 
que se había otorgado como adelanto el 1” de enero de 2008. Estamos firmando un nuevo convenio con la 


Federación de Funcionarios, tanto de ASSE como del Ministerio, para invertir los porcentajes de 5% y de 
10% % 5% a la promulgación de la ley y 10% en enero, a 10% y 5%, adelantando un 5%. Esto ya fue 
solicitado por la Federación, ya fue acordado hace unos dos meses, y cuando se elaboró la Rendición de 
Cuentas así se tuvo en cuenta. 


Los artículos 276 y 277 son acuerdos que tienen que ver con gastos de funcionamiento e inversión. Una vez 
que el Sistema Nacional Integrado de Salud fue aprobado por el Parlamento mediante la Ley_N* 18.211, 
iniciamos una campaña de difusión de los derechos que habrán visto todos ustedes en los distintos medios. 
Obviamente, las instituciones beneficiarias de las afiliaciones hicieron su campaña, pero el Ministerio 
entendió que tenía que hacer una campaña no centrada en el lugar donde debía afiliarse la persona, sino en 
los derechos que se incluían, y sobre todo en la comunicación a los trabajadores y trabajadoras tributarios del 
Banco de Previsión Social de que sus hijos menores de dieciocho años o discapacitados sin límite de edad 
pasaban a tener ese derecho. Esa campaña se está realizando a lo largo de todo este año, ha tenido un costo 
del orden de los nueve millones de pesos y en esta Rendición de Cuentas se solicita $ 1:400.000 adicionales - 
una cantidad mucho menor- para mantener en 2009 una difusión básica de los derechos otorgados. 


El artículo 277 trae al financiamiento en el rubro Inversiones un problema que ya es estructural e histórico en 
el Ministerio, desde muchas Administraciones anteriores, que es el arreglo de la fachada del edificio anexo 
del Ministerio, cuya situación ya es muy compleja y debe solucionarse. 


Estos son los artículos relativos a financiamiento de recursos humanos o gastos de funcionamiento e 
inversiones. 


Luego está el artículo 278. Como ustedes saben, el Gobierno nacional firmó un acuerdo con el Banco 
Mundial para el apoyo al proceso de fortalecimiento y reforma del sector de la salud. Cuando ASSE presente 
su rendición de cuentas, se verá que el componente más relevante de ese proyecto del Banco Mundial son las 
inversiones de primer nivel de atención en ASSE, pero el actual Ministerio, el Inciso 12, tiene un componente 
menor de ese proyecto y a efectos de garantizar el funcionamiento del préstamo del Banco Mundial se 
incorporan $ 6:000.000 en partes iguales de endeudamiento externo en 2008 y 2009 y $ 2:000.000 de Rentas 
Generales. 


Finalmente, los artículos 279,280 y 281 tienen que ver con la Junta Nacional de Salud. La Ley N* 18.211 
creó la Junta Nacional de Salud como unidad ejecutora desconcentrada del Ministerio de Salud Pública. En 
esta Rendición de Cuentas se le asigna el número de Unidad Ejecutora 002. Por lo tanto, el Ministerio de 
Salud Pública va a quedar con cuatro unidades ejecutoras: la 001 -que como todos saben corresponde a las 
Direcciones Generales de Secretaría-, la Junta como 002, la DIGESA -la vieja unidad ejecutora 70- como 003 
y el Instituto de Órganos y Tejidos como la 004. Es decir, se aprovecha esta Rendición de Cuentas para sacar 
esos números de la Unidad Ejecutora 70 y otros, porque ya no tiene sentido en virtud de que no existen 68 
anteriores. 


Como bien dijo el señor Ministro interino, la opción que tomó este Ministerio, en acuerdo con el Ministerio 
de Economía y Finanzas y el Banco de Previsión Social -es decir, los otros dos integrantes de la Junta 
Nacional de Salud-, fue que la JUNASA tuviera un soporte técnico, básicamente con los recursos que ya 
tenía el Ministerio de Salud Pública, que fundamentalmente se compone de dos divisiones: la División de 
Economía de la Salud y la División de Servicios de Salud. A pesar de que su soporte técnico será este, era 
necesario legitimarlo como unidad ejecutora -porque así lo pedía le ley- e incorporar un funcionario 
administrativo -que básicamente será quien va a estar a cargo de la oficina de atención al público de la propia 
Junta- y $ 700.000 de gastos anuales de funcionamiento, simplemente para tener un margen independiente de 
lo que le aportan DIGESA y DIGESE a través de las Divisiones que recién señalábamos. 


Por otra parte, quiero informar que el Ministerio de Salud Pública cuenta con la adjudicación de recursos 
humanos en artículos que figuran en la Sección II, "Funcionarios", para la DIGESE, en virtud de que una de 
las opciones que ha tomado este Gobierno en esta Rendición de Cuentas es el fortalecimiento de las 
Direcciones Generales de Secretaría, en el entendido que las gerencias de los Ministerios deben tomar mucha 
fuerza. A tales efectos, junto a otros Ministerios que figuran en los artículos 17, 18 y 19, se nos adjudicó - 
repito, a nosotros como a muchos otros Ministerios- cinco cargos de alta conducción, Grado 17, cinco cargos 
entre los Grados 9 y 16, y cuatro funciones Grados 18, 19 y 20 para ser incorporadas en la conducción de las 
distintas divisiones que tiene la DIGESE que, como se sabe, corresponden a recursos humanos, recursos 
financieros, recursos materiales, jurídica, informática y planteamiento estratégico. 


Nuestro Ministerio en los artículos 17, 18 y 19 recibe estos diez cargos, estas cuatro funciones de alta 
conducción, en el marco de los cambios operados en todas las estructuras de las DIGESE de los demás 
Ministerios. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El artículo 281 establece que se faculta al Ministerio a pagar 
algunos gastos en que incurran los representantes de las organizaciones de usuarios. En primer lugar, 
quiero saber si el Ministerio va a pagar los gastos que se enumeran en este artículo a todas las 
organizaciones de usuarios que puedan existir, o elegirá a la que le va a pagar. 


En segundo término, la Comisión recibió al Movimiento Nacional de Usuarios de los Servicios de Salud 
Pública y Privada. Ellos se denominan así; todavía no tienen personería jurídica. Además, afirman que están 
reconocidos por el Ministerio. Por lo tanto, quiero saber si existen, si son los únicos reconocidos por el 
Ministerio, o si el Ministerio todavía no ha reconocido oficialmente a nadie. Por otra parte, ellos solicitan que 
se incluya en la Rendición de Cuentas una partida para solventar sus gastos, es decir, para contar con un local 
con luz, teléfono, algún funcionario administrativo y todo lo que se necesita para que funcione. 


Hago estas preguntas porque el artículo habla de "las organizaciones de usuarios", y al parecer serían 
muchas, pero quienes estuvieron en la Comisión dicen que no, que solo ellos representan a los usuarios. 
Entonces, quiero saber qué requisitos hay que cumplir para que el Ministerio reconozca a estas 
organizaciones como tales, si el Ministerio va a reconocer a una, dos, tres, cuatro, diez o catorce. 


Asimismo, quiero saber si el Ministerio estaría dispuesto a disponer de una partida fija para solventar a estas 
organizaciones de usuarios, que se reconoce que van a integrar la Junta. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Asimismo, esta organización propone modificar el artículo 281 y 
presentó un aditivo en el que se incluía la partida que señaló el señor Diputado González Álvarez. En la 
modificación que nos presentaron se aclara que piden dinero para local, infraestructura, insumos y 
demás erogaciones que genere. 


SEÑOR OLESKER.- Tanto la Ley N” 18.211, que creó la Junta, como la 18.161, de ASSE, prevén que 
se integre un usuario, en el caso de ASSE, obviamente, un usuario de ASSE y en el caso de la Ley 
N? 18.211, de un usuario general de la salud pública o privada. 


El Ministerio se ha reunido con dos organizaciones que hicieron plenarias con un nivel de participación 
importante: la del Movimiento Nacional de Usuarios de los Servicios de Salud Pública y Privada -a la que se 
refirió el señor Diputado González Álvarez- y otra cuyo nombre es Espacio Participativo de los Usuarios, que 
también incluye a la salud pública y privada y se localiza en Montevideo y en el interior del país. Hasta ahora 
son las organizaciones que hemos reconocido. De hecho, como no existían organizaciones de nivel de 
representatividad tan evidente como las de los trabajadores, o las cámaras empresariales, la ley planteaba que 
reglamentáramos el mecanismo de incorporación en la primera Junta y en el primer Directorio, es decir, en el 
primer organismo ejecutivo. Ese decreto reglamentario ya fue enviado a la Presidencia, reconociendo a estas 
dos organizaciones de usuarios y, obviamente, en la medida en que se trata de organizaciones muy incipientes 
y muy "deslocalizadas" en todo el país, el Ministerio está dispuesto a colaborar Y aunque de manera 
cautelosa y gradual% para que ellas puedan efectivamente participar como verdaderos miembros, tanto de la 
Junta como del Directorio de ASSE. 


SEÑOR MUJICA.- La bancada de Gobierno recibió la solicitud; si bien la hace una de las dos 
organizaciones de usuarios que mencionaba el economista Olesker, el artículo no tiene nombre propio; 
lo que hace es facultar al Ministerio de Salud Pública a solventar gastos de los representantes de las 
organizaciones de usuarios, aunque no explica a cuáles. De todas maneras, la bancada de Gobierno 
está dispuesta a ampliar la facultad que se otorga al Ministerio de Salud Pública, a efectos de solventar 
otros gastos, que no sean solo los de alimentación y traslado, de las organizaciones que el Ministerio 
considere que representan a los usuarios. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me pareció entender que en un decreto que se va a emitir el 
Ministerio ya estaría reconociendo a dos organizaciones. Quisiera saber si puede haber una tercera o 
una cuarta, y si en ese decreto figurarán los requisitos que se deben cumplir para ser reconocidas. 


Por otra parte, en el artículo 281 se hace referencia a gastos de alimentación y transporte; quisiera saber si 
además de eso se va a dar algo más a estas organizaciones. La organización que fue recibida en este ámbito 
está pidiendo $ 2:000.000 anuales para poder funcionar, tener un local y demás infraestructura. 


En definitiva, quisiera saber si el Ministerio está dispuesto a reconocer todas aquellas organizaciones que 
cumplan ciertos requisitos que me imagino se establecerán en el decreto, y si a todas las organizaciones 
reconocidas se les va a dar alguna otra compensación además de los pasajes y la alimentación. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Las organizaciones pedían que se les destinara esa partida para no 
tener que recurrir al Ministerio cada vez que quisieran hacer alguna actividad. Ellos aducen que les 
resta independencia para tomar las decisiones y actuar en consonancia con la función que tienen que 
desempeñar. Creo que es atendible y por eso lo trasmitimos. 


SEÑOR OLESKER.- No estamos en esa línea. Vamos a apoyar a las organizaciones de usuarios que 
luego sean representantes en los organismos de conducción. Obviamente, el Parlamento es libre de 
votar partidas para las organizaciones gremiales que entienda conveniente. Simplemente, lo que 
hacemos aquí es pedir una facultad para apoyar económicamente a las organizaciones y garantizar que 
puedan ser representantes verdaderos en los organismos de conducción que ASSE y la Junta van a 
tener. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Mi pregunta apuntaba a saber si el Ministerio iba a reconocer a 
estas dos organizaciones o si va a crear un reglamento por el que podrían haber tres, cuatro, cinco o 
cuarenta que cumplieran con ciertos requisitos. ¿Cuál es el ánimo del Ministerio? ¿Reconocer solo a 
esas dos o a todas las que se presenten? Fíjense que hay más de 1:500.000 usuarios, por lo que podrá 
haber veinte o treinta organizaciones. Quisiera saber si se va a reconocer a todas aquellas que cumplan 
requisitos y si podemos conocerlos a la brevedad. Supongo que el transporte y la alimentación se lo van 
a dar a todas las que sean reconocidas. 


SEÑOR MACHADO.- Mi pregunta iba dirigida en el mismo sentido. El economista Olesker habló de 
representación valedera. Quisiera saber mediante qué mecanismo se va a definir esa representación 
valedera. 


SEÑOR OLESKER.- Está claro que eso solo vale para esta representación, porque la ley establece que 
luego debe haber elecciones. Por lo tanto, para la segunda presencia de usuarios habrá mecanismos 
electivos que se reglamentarán. La ley nos obliga a que antes de que se terminen los dos años de la 
presencia del primer representante haya una reglamentación del mecanismo de elección democrática, 
que será el de cualquier organización, como el BPS, u otras. Para este creemos que es muy relevante 
que el representante de los usuarios se elija rápidamente. Creemos que en estos primeros dos años la 
ley nos ha facultado para reglamentar y definir quiénes deben participar. Quienes hasta ahora se han 
presentado ante el Ministerio han sido esas dos organizaciones. Obviamente, en el futuro habrá 
muchas, porque habrá consejos consultivos zonales y las mutualistas deberán tener consejos 
consultivos asesores, si no, no podrán funcionar. Para esas habrá otras formas de organización. En esta 
primera etapa estas son las que se han presentado y esto es lo que hemos reglamentado. 


SEÑOR GANDINL.- Esta última respuesta del Ministerio me lleva a formular otra pregunta. 
Solamente se han presentado dos instituciones y entre las dos no está una muy antigua que algunos 
conocemos desde hace mucho tiempo, que es ADUS, que ha formado parte del debate parlamentario 
cuando tratamos la legislación del FONASA, y es la única que tiene años en el país. Estas otras están a 
todo vapor tratando de ponerse a tiro, pero no tienen personería jurídica, por lo menos la que nos vino 
a ver. O sea que el Ministerio ya reconoció organizaciones que todavía no reconoció el Ministerio de 
Educación y Cultura. Además, si va a haber elecciones, es mucho peor, porque lo que establece este 
artículo es que solo va a financiar a dos organizaciones, y a otras no. Las va a financiar en un proceso 
en el que se tienen que preparar para la etapa electoral. Me llama la atención que no esté mencionada 
entre las dos instituciones una que vino aquí a reclamar su lugar y que existe desde hace muchos años, 
que es ADUS. Quiero confirmar esta conclusión respecto de lo que se acaba de decir. 


Por otra parte, quiero que me aclaren dos artículos que ya fueron abordados. El artículo 270 elimina un 
porcentaje de funcionarios que recibían un monto por una partida adjudicada en la Ley N” 16.320 de 1992 y 
corregida en la Ley de Presupuesto. Le sacan ese límite. Según el límite original, se distribuía entre el 7% de 
los funcionarios, por el actual, entre el 25%, y ahora se elimina. El 25% fue solicitado en la Ley de 
Presupuesto por esta misma Administración y ahora se elimina. Supongo que la partida no se modifica y por 
lo tanto es la misma para distribuir entre más gente. La pregunta es por qué se hizo este cambio de política 
con relación a la distribución de esos recursos. 


La otra consulta refiere al artículo 272, cuyo contenido no logré entender cuando el economista Olesker lo 
explicaba, por lo que me gustaría tener más claro su significado. 


SEÑOR OLESKER.- ADUS no ha presentado propuestas al Ministerio sobre personas que quisiera 
que estuvieran en el órgano de la Junta o de ASSE; fue por eso que no están incluidos. 


El artículo 270 refiere a las compensaciones por niveles. Como bien dice el señor Diputado, aquí no hay 
modificaciones presupuestales. Sucede que el 25% era un límite que tenía el Inciso 12 en su conjunto; al 
dividirse, las partidas presupuestales asignadas eran diferentes. Por lo tanto, el Inciso 12, Ministerio de Salud 
Pública, tenía más del 25%. Como el límite es el presupuesto y no puede haber nuevos incrementos, se 
decidió eliminarlo para no tener que quitar estas compensaciones al personal del MSP, pero manteniendo el 
mismo presupuesto. Luego de la división, no quedaron igualmente distribuidas las compensaciones. 


El artículo 272 refiere al artículo 293 de la Ley_de Presupuesto que permitía la creación de 5.170 cargos que 
provenían de las comisiones de apoyo; un porcentaje de esos cargos correspondía a funcionarios del MSP. 
Como saben los señores Diputados -lo hemos dicho en alguna comparecencia-, hemos tenido dificultades 
para hacer el proceso de presupuestación en las comisiones de apoyo. De hecho, en el acuerdo médico % en 
el que participaron algunos legisladores, se trató de desarrollar el proceso de regularización. Ahora, con 
esta separación y para que las personas que estaban en las comisiones de apoyo % organismo dependiente de 
ASSE%4 quedaran en el Inciso 12, debía ampliarse el plazo de regularización hasta la ley de descentralización 
de ASSE. 


SEÑOR RÍOS.- Tradicionalmente, cuando analizábamos el Inciso 12, un 99% de lo que se hablaba era 
referente a la parte asistencial del Ministerio; prácticamente, la atención se centraba en esa obligación 
asistencial, porque ahí estaban concentrados los recursos humanos, financieros, de infraestructura y 
logística para todo el país. Sin embargo, hoy estamos ante una situación cualitativamente diferente. 
Estamos mirando al Ministerio con su rol intransferible; el Ministerio como autoridad sanitaria, como 
rector del sistema y alejado de los temas asistenciales, que seguramente serán respondidos por las 
autoridades de ASSE en su momento en esta Comisión. Estos tres artículos tienen que ver con eso. 


En todo este proceso de reforma comienza a cobrar visibilidad el Ministerio de Salud Pública, sus funciones 
esenciales. La descentralización de ASSE y los cometidos que da el sistema al Ministerio fueron acentuando 
las responsabilidades y obligaciones de nuestra Cartera. En este proceso quiero marcar otro elemento que 
refiere a la reforma del Estado. Como Ministerio de Salud Pública estamos planteando una reestructura que 
nos ubique en condiciones adecuadas para afrontar las responsabilidades que se asumen en el proceso de 
reforma, no solo en los aspectos conceptuales sino en aquellos a que nos obligan las normas que se votaron al 
respecto. Por lo tanto, estos artículos tienen que ver con el fortalecimiento de la capacidad de rectoría del 
Ministerio y con el ejercicio de la autoridad sanitaria. 


Básicamente, los artículos 283 y 284 -sobre el incremento de gastos- tienen que ver con la reestructura que 
permitirá al Ministerio afrontar estas responsabilidades. Para nosotros, el artículo 283 es trascendente. Como 
se explicó en su momento, la Junta Nacional -que va a regir el sistema-, de hecho, se basará en los 
instrumentos que ya posee el Ministerio en los aspectos de habilitación y fiscalización, las cuales queremos 
reforzar. 


¿Cuál es la realidad del Ministerio? Una condición "sine qua non" para el éxito de esta reforma es que 
necesitamos contar con recursos humanos idóneos, calificados y bien remunerados que tengan cierta relación 
con la organización, para que puedan desempeñar funciones clave para el desarrollo del sistema. Nuestra área 
inspectiva, de fiscalización, tradicionalmente ha sido ejercida por profesionales del Ministerio. La parte 


central de nuestra Cartera se caracterizó por eso, es decir, por tener un área de recursos humanos integrada 
por técnicos calificados, de varias profesiones vinculadas a la salud: no solo médicos y licenciados, sino 
también químicos, bioquímicos, ingenieros, veterinarios, ingenieros agrónomos, etcétera. Pero ¿cuál es la 
realidad? La baja carga horaria y la menguada remuneración determina que esos técnicos desempeñen otros 
trabajos en el sector privado. Eso, para lo que se nos viene por delante, genera algunas incompatibilidades, 
sobre todo en las áreas de la industria farmacéutica, la industria de la venta de tecnología médica y en los 
propios servicios de salud. 


Entonces, con estos dos artículos buscamos reforzar el área de fiscalización, sobre la base de un incremento 
en las remuneraciones y de la solicitud de una dedicación horaria más alta, planteando una serie de requisitos 
que se definen como incompatibilidades y a través de un concurso que en primera instancia será cerrado para 
los funcionarios que hoy pertenecen al Ministerio y poseen experiencia acumulada. Queremos ofrecerles la 
posibilidad de mejorar su remuneración, aumentando la carga horaria para trabajar sobre la base de 
compromisos de gestión. De esta manera, queremos reafirmar el proceso y la obligación intransferible del 
Ministerio de garantizar la seguridad de que la habilitación de los servicios de salud y la habilitación de los 
medicamentos y de la tecnología que entran al país se haga con todas las garantías. 


A través del artículo 283 se incrementa una partida que ya fue votada en la Rendición de Cuentas pasada, a 
efectos de poder armar ese equipo de fiscalización. Esto, además, está unido al artículo 284. Con esta 
reestructura, en el Ministerio se pretende generar -en el marco de la reforma del Estado- un esquema 
organizacional más acorde a la realidad, tratando de separar otro aspecto que también forma parte de la 
cultura del Ministerio. Me refiero a que prácticamente en una misma área trabajaban los que generaban las 
normas y los que después fiscalizaban su aplicación. 


Además de generar una capacidad de fiscalización más adecuada del Ministerio, con el artículo 284 
pretendemos una reestructura de la Dirección General de la Salud, creando cinco divisiones, separando la 
función normativa de la función fiscalizadora y creando una sola unidad vinculada a la habilitación sanitaria. 
Digo esto porque nosotros habilitamos medicamentos por un lado, tecnologías por otro y servicios por otro. 
Queremos crear una sola división que regule todas estas áreas, y otra para los aspectos de fiscalización. 


Otra de las cuestiones que ha resaltado este Ministerio en el proceso de desarrollo y su reforma es la 
importancia que tiene el diagnóstico de la situación de salud de la población para generar políticas. Por eso la 
vigilancia epidemiológica también se transforma en una división por su importancia estratégica, a fin de 
saber de qué se enferma y de qué muere nuestra población. En función de ello, podremos generar las políticas 
correspondientes y exigir a los prestadores integrales sus conductas y políticas acordes a esas necesidades. 
Hasta ahora era un departamento y nosotros planteamos que se constituya en una división. 


La otra División que se crea es la de Salud Ambiental y Ocupacional, porque también es un área 
intransferible del Ministerio, más allá de que tiene una intersectorialidad muy fuerte, tanto con el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como con el de Trabajo y Seguridad Social. 


Por tanto, con los artículos 282, 283 y 284 estamos planteando aspectos para garantizar y comenzar a reforzar 
el proceso de rectoría y autoridad sanitaria del Ministerio, para el cumplimiento de los cometidos que 
establecen las normas votadas para la reforma. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ..- Con respecto al artículo 283, que tiene una referencia al artículo 235 
de la Ley N” 18.172, ¿cuántas personas conforman el cuerpo inspectivo? 


SEÑOR RÍOS.- En todas esas áreas, hoy separadas, del Ministerio hicimos un relevamiento, 
determinando las funciones que cumplen ciertos funcionarios y ciertos técnicos, y nos encontramos con 
que hay más de sesenta personas que cumplen funciones inspectivas. Sin embargo, como dije, varias de 
ellas están en lugares donde hacen la norma y realizan las inspecciones. Producto de conversaciones 
con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, estamos en esa etapa de división de tareas y de generar 
un cuerpo que se dedique solamente a la parte de fiscalización, que sería ese cuerpo inspectivo. 


Esas sesenta personas son las que efectivamente cumplen esa función; además, dentro de la plantilla 
presupuestal del Ministerio hay muchas personas con el perfil perfecto para cumplir también funciones 
inspectivas, que no asumen la función porque no es atractiva. Esa es la razón del esfuerzo que queremos 


hacer. Va a ser la única área del Ministerio que va a tener una retribución diferencial, porque queremos 
retener esos recursos. 


El otro aspecto que no mencioné en la introducción general es el hecho de que, precisamente, los bajos 
ingresos que tienen esos técnicos determina que haya una alta rotatividad. Además, el Ministerio invierte, los 
capacita, los forma y cuando tienen una capacidad desarrollada, lo tradicional es que el sector privado los 
capte, ya sea para los servicios de salud o para la industria. La idea es rescatarlos. 


Por lo tanto, los sesenta son los que cumplen funciones, pero hay muchos más que son funcionarios del 
Ministerio de muchos años, que tienen mucha experiencia, y estamos pensando en que ellos también se 
presenten porque, obviamente, cuando se concrete esta norma se va a hacer un llamado a concurso abierto, en 
primer lugar para aquellas personas que ya revistan en el Ministerio, y luego lo vamos a abrir al conjunto de 
la Administración Pública. Si en todo ese trayecto no logramos cubrir todas las plazas que queremos generar, 
eventualmente se irá hacia afuera, pero básicamente queremos premiar a los que hoy trabajan en el 
Ministerio. 


SEÑOR GANDINI.- También quiero hacer una pregunta al doctor Gilberto Ríos, ex colega, no de esta 
Casa -porque nunca coincidimos- sino más bien del Ejecutivo de la FEUU, del que acá hay varios ex 
colegas de esa época. 


Entiendo el motivo que lleva a pedir este incremento de partida, que es básicamente el mismo que llevó a la 
aprobación del artículo 235 de la Ley_N” 18.172, es decir, la necesidad de la creación del cuerpo inspectivo. 
En aquel momento, se otorgaron $ 10:500.000 para ese fin al rubro 0, Retribuciones Personales, y aquí se 
pide un incremento de $ 7:826.500 para ese mismo artículo. Sin embargo, se le cambia el destino, porque el 
artículo es bien claro: es para la creación de un cuerpo inspectivo, y su redacción establece claramente 
adónde va ese dinero. Sin embargo, aquí el destino es el financiamiento de la reestructura de la Dirección 
General de la Salud. El artículo 235 tenía por cometido crear en la Dirección General de la Salud un cuerpo 
inspectivo, y para eso se dio una partida. Ahora se pide un incremento de partida y, entonces, va a haber no 
$ 10:500.000 sino más de $ 18:000.000, pero no para la creación del cuerpo inspectivo sino para la 
reestructura de la Dirección General de la Salud. Esto es lo que pasa a decir el artículo 283, tal cual está 
redactado. 


Luego, en el artículo 284, se piden $ 5:750.000 más para el mismo objetivo: financiar la reestructura de esos 
puestos de trabajo. Es decir que, si uno prescinde de todo lo que se dijo aquí, lo que establece el proyecto, 
que es lo que importa, es que estamos destinando algo así como $ 24:000.000 para la reestructura de la 
Dirección General de la Salud. Aquí, el cuerpo inspectivo queda subsumido en la reestructura de la Dirección 
General de la Salud, y me parece que ese no es el objetivo que se nos dice querer buscar y se nos pidió 
cuando se votó el artículo 235. 


Yo quiero una aclaración al respecto porque, a lo mejor, hay que ajustar la redacción. 


SEÑOR RÍOS.- El artículo 283 está referido exclusivamente al cuerpo inspectivo. El año pasado, 
cuando enviamos la solicitud, es decir cuando negociamos internamente con el Ministerio de Economía 
y Finanzas, no se había incorporado esta norma, que se incluyó en el Parlamento haciendo una 
trasposición de rubros. Eso significó el 50% de lo que el Ministerio había calculado que costaba la 
reestructura de ese cuerpo inspectivo. Lo que estamos haciendo ahora es compensar esa diferencia, 
porque con la partida del año pasado no nos alcanzaba para generar todos los cargos de alta 
dedicación que estamos pensando para ese cuerpo inspectivo. 


El año pasado no estaba prevista la reestructura de la Dirección General de la Salud, y el cuerpo inspectivo se 
inscribe dentro de esta reestructura. El artículo 284 es lo que va a financiar la reestructura y ahora está mucho 
más claro, porque va a haber una División Fiscalización, que es donde va a estar nucleado ese cuerpo 
inspectivo. El año pasado, en realidad, era agarrar de todo lo que había en el Ministerio, hacer ese concurso y 
pagarles de esa manera, pero todos iban a seguir distribuidos en las áreas que tradicionalmente tenía el 
Ministerio. Ahora hemos avanzado: con el artículo 284 estamos planteando crear una división específica de 
fiscalización, donde iría todo lo que genera el artículo. 


Me parece que, para garantía del señor Diputado, se puede ajustar la redacción, pero puede quedarse 
tranquilo porque lo que se agrega es en el marco de la reestructura de la DIGESA. El artículo 283 es 
exclusivamente para el motor de la fiscalización del Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- Como acaba de decir el doctor Ríos, no 
habría inconveniente en ajustar la redacción en este tema, a los efectos de dar mayor claridad al 
sentido de estos artículos. Podemos hacer llegar un texto alternativo para el artículo 283, tratando de 
garantizar las preocupaciones que se han señalado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguimos con el resto de los artículos a partir del 285. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- Aquí viene un tema trascendente, que es el 
cambio de ubicación de un organismo muy importante para el país, como el Instituto Nacional de 
Donación y Transplante de Células, Tejidos y Órganos, antiguamente llamado Banco Nacional de 
Órganos y Tejidos y que en este período de Gobierno se le cambió el nombre. Esta Administración 
entendió que resultaba absolutamente fundamental cambiar la conceptualidad de lo que venía 
haciendo este Banco Nacional de Órganos y Tejidos y hablar de la creación de un instituto; manejar la 
idea de la donación y el transplante como dos componentes en los que aparecen claros los aspectos 
diferentes que tiene el proceso de procuración de órganos, etcétera, y, a su vez, incorporar las células 
como un elemento importante en la evolución científico técnica que ha tenido el campo de los institutos 
de donación y transplante. 


Yo pediría al Subdirector General de la Salud -Director General en ejercicio- y a la doctora Inés Álvarez que, 
por su orden, hicieran una presentación de estos artículos a los integrantes de la Comisión. Después, 
quedaríamos a disposición para las preguntas que se quisieran hacer. Quería destacar que el objetivo de estas 
normas -que son claramente presupuestales- es crear este Instituto como órgano desconcentrado. Hasta ahora 
dependía de ASSE y, mientras esta estuvo en el Ministerio, el problema era menor, pero como hoy este 
Instituto tiene competencias sobre el conjunto del sistema de salud y sobre el conjunto de la sociedad, parece 
razonable y -diría- exigible que funcione como órgano desconcentrado. 


Si el señor Presidente me lo permite, solicito que el doctor Ríos haga referencia a los artículos y luego la 
doctora Álvarez, que dirige el Instituto Nacional de Donación y Transplante de Células, Tejidos y Órganos, se 
refiera a algunos aspectos que también hacen a la visión y a la misión que tiene este Instituto en la política 
sanitaria del país. 


SEÑOR RÍOS.- Este tema tiene que ver con la reforma. Como dije al principio, en otros momentos, 
cuando el Parlamento discutía el presupuesto del Inciso 12, había una mezcla de muchas cosas: los 
organismos prestadores y los reguladores estaban todos en un mismo paquete, cumpliendo las dos 
funciones. Producto de la reforma, todos aquellos aspectos vinculados con el sector salud que deben 
estar equidistantes y que están al servicio del sistema no pueden estar involucrados con un solo efector. 
Hasta ahora, el Instituto Nacional de Donación y Transplante de Células, Tejidos y Órganos estaba 
organizacionalmente unido a ASSE, que es un prestador más del SNIS, tal como las demás 
instituciones que lo integran. Dado que el Instituto brinda prestaciones al conjunto del subsistema, no 
puede estar involucrado con un solo efector. Esta es la lógica que se aplica en todos los países del 
mundo en los que los institutos de transplante son públicos y están en la esfera de los Ministerios de 
Salud. Entonces, lo que se hizo fue una transferencia, no solo en el aspecto conceptual sino también en 
el organizacional y en lo que hace a los créditos presupuestales correspondientes, de ASSE al 
Ministerio de Salud Pública, como una nueva unidad ejecutora: la 004. Básicamente, se plantea lo que 
hoy es una realidad: el Ministerio tiene que estar equidistante del subsector privado y público 
prestador y, del mismo modo, el Instituto debe estar equidistante de ambos sectores y actuar como 
prestador de servicios para ambos. Todos los artículos relacionados con el Instituto refieren, 
precisamente, a la transferencia de cometidos -que son aspectos conceptuales- y a los aspectos más 
operativos, vinculados con la transferencia de recursos que tradicionalmente financiaban este servicio. 
De esta manera, también estamos aliviando la tarea a ASSE, que ya tiene muchas responsabilidades en 
su proceso de descentralización y que no tendrá a su cargo un efector complejo y de la magnitud de 
este Instituto, que ahora pasa a la órbita del Ministerio, al servicio del Sistema Nacional Integrado de 
Salud. 


Los primeros artículos tienen que ver con lo que conocíamos tradicionalmente del Instituto. Solo hay uno con 
respecto al que quiero que profundice la Directora, doctora Álvarez. Me refiero al artículo 294, por el que se 
crea un programa nuevo vinculado con el desarrollo de un banco nacional de células madres de cordón 
umbilical para uso público. Este es un aspecto nuevo e importa aclarar públicamente de qué se trata y cómo 
se une a este proceso de transferencia, quedando también en la órbita del Ministerio. 


SEÑORA ÁLVAREZ.- Es un placer estar en esta Casa, que es la Casa de todos. 


El tema planteado por el doctor Ríos está claro. Aquí está pasando lo mismo que en otros países. Tenemos 
referencias específicas que hemos traído en una "newsletter" iberoamericana de donación y transplante, de la 
que parten las recomendaciones establecidas aquí, y también tenemos una recomendación del Consejo 
Europeo, que plantea que cuidar la salud de la población es un problema de los Estados. Es muy importante y 
muy interesante conocer los desarrollos biotecnológicos y la nueva área implícita que tenemos, que es la 
medicina regenerativa, que toma células o tejidos y los modifica para después poder hacer terapéuticas de 
alto impacto. Esta nueva medicina que se avizora implica una responsabilidad muy importante para ASSE, 
que tiene que ocuparse de la salud de todos los uruguayos. De alguna manera, se ha integrado el concepto de 
que las células se pegan a los tejidos y a los órganos. Como en ocasión de la ley de 1971 y como lo ha 
gestionado y administrado esta Institución desde 1978, con la misma cristalinidad en todas las 
Administraciones que han pasado por el país, en este momento en que hay una separación de un prestador de 
salud se plantea que el Instituto debe estar dentro de la rectoría, de la Secretaría o de la Administración que 
cuida de la salud de la población. Este es un punto esencial. 


El segundo tema al que el doctor Ríos me pide que haga referencia está vinculado con la medicina 
regenerativa y con el transplante celular. Como ustedes saben, hace muchos años que se vienen haciendo 
transplantes de médula ósea, los que se realizan con células denominadas progenitoras hematopoyéticas. 
Estas células pueden conseguirse de tres fuentes: de la médula ósea; de la sangre periférica a través de un 
sistema por el que se captan, se modifican y, finalmente, se transplantan, y del cordón umbilical luego del 
alumbramiento. 


El planteo es que para un transplante hematopoyético de médula ósea, el individuo que lo recibe debe tener 
una identidad genética absoluta. En las familias, entre los hermanos hay menos del 30% de probabilidad de 
que uno pueda ser transplantado con médula de otro. Por ello, el mundo solucionó esto disponiendo de 
gigantescas bases de datos genéticas. Generalmente, quienes necesitan transplantes de médula son niños o 
adolescentes con patologías leucémicas que tienen riesgo de muerte. Por ello se recurre a los registros 
mundiales para tratar de obtener las células que se necesitan. 


Uno de los grandes conceptos que se ha demostrado es que a través de la sangre del cordón umbilical, bien 
seleccionada y bien tipificada, se puede acceder a los registros mundiales y, de hecho, nuestro país lo está 
haciendo. O sea que cuando alguno de nuestros pacientes necesita recurrir a este registro, el propio Instituto, 
a través de un programa denominado SINDOME, que desde 2002 viene funcionando en forma fantástica, 
accede a esta opción terapéutica. Pues bien, el país necesita a gritos contar con este Banco Nacional de sangre 
de cordón, que sea público, para cualquier uruguayo que lo necesite, y también de uso regional y mundial. Es 
cierto que venimos solucionando esto desde el punto de vista asistencial, haciendo los pedidos al exterior. 
Pero somos conscientes de que, así como hoy el transplante de médula es una terapia conocida, seguramente 
mañana, cuando se cumplan los pasos de investigación clínica necesarios, la terapia celular también va a 
empezar a ser algo real. Entonces, ya debemos pensar en estos temas y en el montaje de un Banco de uso 
público para que -insisto en esto- cualquier uruguayo que necesite de ese recurso pueda tener la opción de ser 
incluido en la búsqueda. Adviértase que se sigue el criterio de que el transplante clínico de cualquier 
uruguayo puede ser solventado a través del Fondo Nacional de Recursos, otra herramienta fantástica con la 
que contamos. 


El año pasado el Instituto presentó un proyecto al Ministerio de Salud Pública para contemplar ciertos casos, 
por ejemplo, el de un niño que padece leucemia y que requiere de un transplante, cuya madre está 
embarazada. Anteriormente, los centros asistenciales se hacían cargo de eso solo mediante un permiso que 
pedían al Instituto, pero últimamente ha habido dificultades y esas familias han tenido problemas en el 
sentido de dónde guardar la sangre del cordón. Entonces, en principio, nada más que por un problema de 
economía, el Ministerio nos autorizó a elaborar un minibanco para contemplar esas situaciones clínicas 
específicas. 


La presentación de la iniciativa en una Rendición de Cuentas permitiría aplicar después un proyecto de 
inversión para un Banco público nacional para todos los usos clínicos: los actuales y los futuros, que les 
aseguro vendrán. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- Más allá de que hay algunos aspectos de 
redacción a corregir -en tal sentido, entregaremos nuestras sugerencias al Presidente de la Comisión-, 
quisiera hacer algunas aclaraciones. 


En cuanto al artículo 295, si bien podría tratarse de una aclaración de redacción, hay un aspecto no menor, 
porque se confunde Fondo Nacional de Recursos con Fondo Nacional de Salud. Este artículo tiene sentido en 
la medida en que se establezca que todos los seguros integrales a que refieren el artículo 265 de la Ley. 

N? 17.930 y los artículos 11 y 22 de la Ley N* 18.211 -o sea, la ley del Presupuesto quinquenal y la del 
Sistema Nacional Integrado de Salud-, así como los artículos 22 y 24 del decreto reglamentario de la ley del 
Sistema, aporten al Fondo Nacional de Recursos -algunos ya lo hacen en la actualidad- y no al Fondo 
Nacional de Salud -de no ser así, el artículo sería redundante y no tendría sentido- en forma directamente 
proporcional a la cantidad de afiliados. Esto es porque hasta el presente, algunos -no todos- de los seguros 
integrales a los que refiere el artículo 265 de la ley de Presupuesto quinquenal, no hacían aportes al Fondo 
Nacional de Recursos. Lo que pretendemos es que, en la medida en que todos están integrados al sistema, 
hagan el aporte correspondiente al Fondo Nacional de Recursos. 


Por otra parte, hay otro aspecto a considerar; en el artículo 411, que hace referencia a una asignación para el 
Inciso 24, "Diversos Créditos", concretamente se habla de fondos para financiar compensaciones a los 
recursos humanos afectados al proyecto: docentes y residentes, de común acuerdo con la Facultad de 
Medicina. Este artículo hace a un tema medular: la formación de recursos humanos especialistas. En ese 
sentido, como es sabido el país tiene problemas vinculados a su número y a su distribución. Estoy hablando 
del número total y de su distribución entre Montevideo e interior, así como entre los subsectores público y 
privado. 


Aquí se requiere aumentar, por un lado, el espacio de formación de estos residentes. Adviértase que la 
residencia es una forma de capacitación, prestando servicios y respaldando a la unidad asistencial, pero debe 
tener un respaldo docente. 


Una de las cosas que se va a posibilitar con estos recursos -$ 100:000.00 para el Ejercicio 2008 y 

$ 200:000.00 para el Ejercicio 2009- es fortalecer la remuneración de los docentes de las Unidades Docente 
Asistenciales de la Facultad de Medicina. El otro componente pasa por el aumento de la cantidad de las 
residencias en aquellas especialidades en las que las necesidades del sistema de salud son importantes para 
dar una continuidad asistencial y una calidad en el servicio. 


Si bien este es un tema de la Administración de Servicios de Salud del Estado -cuya delegación tengo 
entendido van a recibir a continuación de la nuestra- quería destacar la importancia que tiene para la Cartera 
este asunto, que va a requerir de un convenio entre la Facultad de Medicina y ASSE. Lo que hace el artículo 
es definir el monto y establecer el mecanismo de asignación sobre la base de un acuerdo entre la Facultad y la 
referida Administración. 


Hecha esta aclaración, quiero solicitar a la Mesa que, si fuera posible, el Director General de Secretaría, 
economista Daniel Olesker, acompañe a la delegación de ASSE porque, si bien se trata de un organismo 
descentralizado que está funcionando con su propio Directorio, hay un período de transición a contemplar. 
Aprovecho para señalar que la delegación estará integrada por el Vicepresidente y por el otro miembro del 
Directorio de esa Administración, porque su Presidente, el doctor Baltasar Aguilar, en estos momentos está 
participando en una reunión de la Eurosocial en México. 


SEÑOR GAMOU.- Me parece fantástico el artículo 411 que viene a coadyuvar en la solución de un 
grave problema que hemos sufrido particularmente en los dos últimos años. Si mal no recuerdo, hace 
una semana estuvieron presentes en este ámbito el doctor Baltasar Aguilar y también el Sindicato 
Médico del Uruguay, precisamente, a raíz de una Comisión creada para la aplicación de este 
artículo 411. Todos sabemos -ustedes más que nadie- que las parteras tienen que hacer residencia 
obligatoria, y hasta ahora son residentes no pagas. Se ha planteado la posibilidad de que, tratándose de 
residencias obligatorias, haya algún dinero para eso. Incluso, la gran consulta que se hace es si están 


contempladas en el famoso artículo. De todas maneras, dado que ASSE manifestó que ellos no podían, 
prima facie, hacernos un esquema absoluto acerca de cuáles son las especialidades que se van a 
promover de acuerdo con lo establecido en el artículo 411, sino que esto se iría haciendo en la medida 
en que funcionara el FONASA y se conocieran las necesidades de ASSE, concretamente quisiera saber 
si habría alguna posibilidad de incluir en el artículo 411 que esos aproximadamente US$ 10:000.000 se 
destinaran a fomentar, a pagar, etcétera, residencias de parteras. Esta es la pregunta concreta que iba a 
formular a ASSE, pero como ustedes hicieron referencia a este artículo, también la formulo ahora. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- Naturalmente, este tema está en la órbita de 
ASSE. En realidad, no se trata de algo que se pueda hacer sobre la marcha, porque el llamado a 
residentes se hará a la brevedad y hay que definir muy claramente cuáles son las residencias que se van 
a priorizar de acuerdo con las necesidades sanitarias. 


La pregunta que formula razonablemente el señor Diputado Gamou no tiene que ver con el tema de las 
residencias, ya que estas son médicas; en realidad, él hace referencia a los internados, que es una herramienta 
que históricamente ha utilizado el sistema de salud. Prácticamente, en ningún país del mundo el internado es 
remunerado; el Uruguay es uno de los países que ha remunerado la formación del estudiante en los últimos 
años. Por el momento, el internado está definido para los médicos, y no para todos los que están en 
condiciones de recibirse. El internado pago es para un cupo de internos, no para el total; por eso, se concursa 
para ver en qué relación de prelación está el interno y así saber si se lo remunera o no. La posibilidad de que 
otro perfil profesional del equipo de salud, como las parteras, que sin duda tienen un papel muy importante 
en las prioridades sanitarias del sistema de salud -como el control de embarazo y de la mujer, así como la 
defensa de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres-, se tiene que evaluar en función de ese 
cupo, porque en realidad el artículo 411, tal como está definido, no incorpora a los internos. O sea que se 
trata de un tema más ligado al presupuesto de ASSE y, por lo tanto, será este organismo el que responda si 
esto está dentro de las prioridades. Pero más allá de la autonomía de ASSE, me permito destacar que, en 
general, la formación de pregrado, antes de egresar como médico, no es remunerada. En nuestro país fue 
remunerada históricamente, porque hubo un período de la medicina en el que el tramo final de la carrera se 
hacía con el internado, cumpliendo una función muy importante de sostenimiento en el sistema de salud. 
Hoy, el hecho de la formación de especialistas, de que la mayoría de los médicos toman el camino de hacer 
un posgrado y de generar una especialidad, ha cambiado el rol del internado. No califico ni hago juicio de 
valor. 


Esta es una pregunta para formular a la delegación de ASSE. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- El Poder Ejecutivo, a través del artículo 7" del Presupuesto Nacional, 
del artículo 15 de esta Rendición de Cuentas y con la reforma del Estado, ha intentado ir regularizando 
la situación de una cantidad de funcionarios que cumplen tareas en la actividad pública. Nosotros 
tenemos un caso muy particular -puede que haya otro- que le compete al Ministerio de Salud Pública, 
y me gustaría conocer la opinión del Ministro al respecto. 


En el artículo 397 de esta Rendición de Cuentas, relativo a Subsidios y Subvenciones, por aplicación del 
artículo 450 de la Ley N* 17.930, del Presupuesto, de 2005, se asigna una partida de $ 93:000.000 a la 
Comisión Honoraria Para La Lucha Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes. Hemos estado conversando 
con algunos integrantes de la Comisión acerca de que estos funcionarios deberían pasar directamente a 
dependencias del Ministerio de Salud Pública, ya que cumplen una función que está relacionada con ese 
ámbito. Es importante abarcarlos en esta reestructura del Estado, porque es injusto que estos funcionarios -la 
mayor parte de ellos son enfermeros y cumplen una función muy importante para la sanidad de nuestra gente- 
estén siendo subvencionados por el Estado en una Comisión independiente y no en el ámbito del Ministerio 
de Salud Pública. Por este motivo, quiero escuchar la opinión del Ministerio, pues esta cantidad de fondos 
perfectamente se puede pasar a esta dependencia. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE SALUD PÚBLICA.- Sin duda, este tema está dentro de las 
opciones que el Estado tiene en su proceso de reformulación, de reformas y de buscar mecanismos que, 
respetando derechos adquiridos, permitan avanzar hacia una racionalización del sistema. 


El tema no es fácil, porque al estar bajo una forma jurídica y una relación laboral ligada a esa forma jurídica, 
que es la de persona pública no estatal, se genera un conjunto de derechos de derecho privado -porque son los 
que definen esta característica- que transforma los procesos de integración, por lo menos los globales, en 
temas que no son de fácil resolución, si se quiere contemplar los derechos adquiridos, laborales y salariales. 


En la pregunta que formuló la señora Diputada hay dos aspectos. Uno de ellos tiene que ver con el carácter 
programático. La Comisión Honoraria Para La Lucha Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes tiene que 
ver con un programa vertical, histórico y largamente eficaz y eficiente, que ha sido el que el país tuvo en 
torno a la tuberculosis; después se incorporó a las enfermedades prevalentes, y lo hizo teniendo en cuenta el 
nada menor aspecto de articular en torno a esta Comisión el programa ampliado de inmunizaciones, o sea, el 
país tiene todo un acumulado vinculado con su política de inmunizaciones y de sus planes. Además, en lugar 
de reducirse, ha ido creciendo, y hoy Uruguay tiene el privilegio de estar entre los tres países del mundo que 
tiene el Certificado Esquema de Vacunación -entendiendo por tal, vacunas de indicación obligatoria y 
gratuitas- más importante del mundo. En general tendemos a no hacer las comparaciones mundiales, pero en 
un tema como el de la prevención, esto tiene gran importancia. 


Entonces, el tema planteado por la señora Diputada es pasible de una evaluación. En general, en este período 


de la Administración no se tomó la decisión de construir un camino de transición para este tema, pero es de 
los que siempre puede ser evaluados por nuestro Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro y de sus colaboradores, así 
como las explicaciones brindadas. 


Esperamos que nos remitan lo más rápidamente posible los cambios efectuados en los artículos. 
(Se retiran de Sala el señor Ministro interino de Salud Pública y las restantes autoridades) 


(Ingresa a Sala una delegación de ASSE) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Administración de Servicios de 
Salud del Estado, integrada por el contador Daniel Gestido, Vicepresidente, el doctor Martín 
Dersarkisian, vocal, el contador Manuel Rodríguez, por la Dirección de Recursos Humanos, la doctora 
Graciela García, Directora de Agudos de Montevideo, la contadora Alicia Rossi, por la Dirección 
General Administrativo Contable, la contadora Gabriela Barragán, por la Dirección General de 
Recursos Económico Financieros y la doctora Laura Ayul, adjunta a la Dirección del Sistema Integral 
del Interior, y al economista Daniel Olesker. 


Los artículos referidos a ASSE van del 372 al 393. 


SEÑOR GESTIDO.- En primer lugar, debo decir que para todos nosotros es un gusto y una distinción 
concurrir a esta Comisión. Asimismo, debo excusar a nuestro Presidente, doctor Baltasar Aguilar, 
quien no pudo asistir a esta reunión dado que se encuentra en el MIT Encuentro Internacional de Redes 
Eurosociales. De modo que tendremos que hacernos cargo de esta exposición sin su presencia. 


En segundo término, quiero decir que durante los años 2007, 2008 y lo que resta de él hemos llevado 
adelante un proceso de reforma del sistema de salud en este país. En ese sentido, ustedes han sancionado 
varias leyes. Una de ellas, la Ley N” 18.211 instituyó el Sistema Nacional Integrado de Salud; otra, la Ley. 
N? 18.131, creó el Fondo Nacional de Salud y la Ley N* 18.161 creó ASSE como servicio descentralizado. 


Quiero dividir nuestra exposición en dos partes. La primera referirá al período en el cual ASSE no era un 
servicio descentralizado. Inclusive, el actual Directorio de ASSE no había tomado posesión de su cargo, ya 
que lo hizo el 20 de octubre de 2007, pero tenemos el gusto de contar con la presencia del economista Daniel 
Olesker - a quien, aunque se nos fue al Ministerio de Salud Pública, siempre queremos con nosotros-, a fin de 
que nos ilustre qué sucedió antes y durante la transición. Luego, entraremos de lleno en lo que estamos 
previendo como rumbo futuro de ASSE. 


Entonces, si se me permite, deseo que el economista Olesker, actual Director General de Secretaría del 
Ministerio de Salud Pública, pueda hacerles una breve exposición. 


SEÑOR OLESKER.- Como expresaba el contador Gestido, Vicepresidente del Directorio, para el 
período que resta de Gobierno, ASSE ya es un servicio descentralizado y él fundamentará las 
solicitudes incluidas en este proyecto de ley. Nuestra presencia -como dijo el señor Ministro interino 
antes de retirarse- obedece a que entendimos que este proceso de transformación de ASSE en un 
servicio descentralizado -lo anunciamos en marzo de 2005 al llegar al Gobierno-, incluido en el 
Inciso 29, requería algunas condiciones previas. Este fue un proceso largamente diferido en el tiempo, 
a pesar de que en casi todas las Administraciones de Gobiernos anteriores este objetivo estuvo 
planteado; inclusive, en una de ellas hubo un proyecto de ley en ese sentido. 


Brevemente, voy a contarles sobre esas condiciones previas sobre las que trabajamos desde el Ministerio. En 
primer lugar, recibimos -en ese momento como Ministerio de Salud Pública- a las Unidades Ejecutoras de 
ASSE, con un presupuesto que rondaba los $ 4.500:000.000 y con un nivel de atención que andaba en 
1:470.000 carnés de asistencia otorgados. Esto hacía que los Servicios de Salud del Estado -en ese momento 
formaban parte del Ministerio- contaran con $ 275 o $ 280 por mes y por persona para atender a la mitad de 
la población del país. Por lo tanto, lo primero que nos propusimos -así lo planteamos y así lo tomó el 
Gobierno en el primer Presupuesto Nacional y en las anteriores Rendiciones de Cuentas- fue incrementar ese 
presupuesto, que llevó a cerrar el año 2007 con $ 7.000:000.000 o $ 7.400:000.000, lo que ubicaba casi en 

$ 500, por mes y por persona el gasto del servicio de ASSE, como un servicio descentralizado. 


Esta fue nuestra primer preocupación; no era posible pensar en transformar ASSE en un servicio 
descentralizado y que, además, se incluyera como prestador de salud elegible en el Fondo Nacional de Salud 
-creado por la Ley N* 18.131; la Ley N* 18.211 creó el Sistema Nacional Integrado de Salud-, que nos 
mencionaba el Vicepresidente Gestido, sin un fortalecimiento presupuestal de los servicios de salud del 
Estado. Este es el primer componente que queríamos resaltar en este proceso de transición. 


En segundo término, el Ministerio de Salud Pública y ASSE tenían entre diecinueve y veintidós formas 
diferentes de contratación de trabajadores. Estas formas eran muy diversas, algunas muy conocidas, como la 
presupuestal, las comisiones de apoyo y el Patronato del Psicópata, y otras menos conocidas, como la de los 
famosos suplentes fijos, término que acuñó la historia de ASSE, si bien nunca nadie comprenderá qué 
significa ser suplente y ser fijo pero, en fin, a esa forma de contratación se le mencionaba así. Entonces, nos 
planteamos -así nos habilitó el artículo 293 del Presupuesto Nacional y otros artículos de Rendiciones de 
Cuentas- un proceso de regularización de esa situación. 


Esta Rendición de Cuentas -como explicarán los miembros del Directorio- avanza más todavía en finalizar 
ese proceso de regularización. Pero en los años previos a la ley de servicios descentralizados, la 
transformación de los suplentes fijos en presupuestados, parte de los famosos contratos 410, parte de las 
comisiones de apoyo locales y comisiones de apoyo centrales empezaron con ese proceso de regularización. 
Pensamos que cuando se envió al Parlamento el proyecto de ley de descentralización de ASSE, tanto para su 
mejora presupuestal como para la regularización de parte de sus funcionarios, el proceso estaba encaminado 
y se estaba en condiciones de afrontar un desafío tan grande como el de ser un prestador elegible por el 
Fondo Nacional de Salud en todo el país. 


En tercer lugar, quisimos trabajar en la mejora del perfil de inversiones, y para ello -los miembros del 
Directorio lo van a mencionar- concretamos un préstamo con el Banco Mundial -de esto ya hablamos en esta 
sesión con la presencia del Ministerio de Salud Pública, cuya mayor parte corresponde a ASSE, que está 
destinado, sobre todo, al fortalecimiento del primer nivel de atención y de las inversiones, tan deterioradas en 
los últimos veinte años. Por supuesto -también lo mencionarán los miembros del Directorio-, continuamos 
con un acuerdo con el Gobierno italiano, que ha tenido muchas idas y venidas. De todos modos, decimos con 
alegría que una buena parte de las licitaciones de los lotes han sido aprobadas por el Tribunal de Cuentas y 
van a poder empezar a instrumentarse, algo que a esta altura parecía más un regalo de los Reyes Magos que 
una realidad; por suerte -los miembros del Directorio informarán acerca del dictamen del Tribunal de 
Cuentas- va a empezar a concretarse. 


En esa perspectiva de mejora presupuestal, de reordenamiento de las inversiones y de regularización de 
recursos humanos, trabajó este Ministerio, con la dirección -hay que recordarlo siempre- del Director General 


de ASSE de entonces, doctor Tabaré González, en el proyecto de descentralización. 


Entendemos que este proceso de transición no culmina con la sanción de la ley, sino que se irá gestando en el 
año y medio que transcurrirá entre su sanción y lo que resta de este período de Gobierno; ese es el motivo de 
mi presencia aquí. 


Queríamos referirnos a los tres puntos mencionados -deseábamos dejar a los legisladores estas convicciones-, 
que son imprescindibles para conformar un servicio descentralizado de la potencia que merece quien tiene el 
40% de la atención sanitaria del país. 


SEÑOR DERSARKISIAN.- Queríamos marcar las líneas generales de los 22 más 1 artículos que 


tenemos en la Rendición de Cuentas. Digo ''más 1" porque hay un artículo que nos compete en el 
Inciso 24 y que, por lo tanto, se agrega al articulado. 


Básicamente, queremos marcar las líneas generales hacia dónde queremos orientar a la organización en esta 
etapa. Vamos a empezar diciendo que ASSE ha transitado varias etapas. Hoy es un servicio descentralizado 
pero antes, a partir del 10 de noviembre de 1987 fue un servicio desconcentrado del Ministerio de Salud 
Pública. A partir de la ley de descentralización, se separa el rol prestador que tiene propiamente la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado del rol regulador, normatizador y controlador, que 
corresponde ahora exclusivamente al Ministerio de Salud Pública. 


Nosotros queríamos repasar -porque creo que por ahí pasa gran parte del articulado, por lo menos en esta 
primera etapa de descentralización- lo que fue la exposición de motivos de la ley de creación de ASSE, y qué 
era lo que en aquel momento se consideró para llegar a la descentralización. Se decía que la descentralización 
de ASSE apuntaba al fortalecimiento del sector público coordinando todos los servicios médicos estatales 
pero, además, debía constituirse en un prestador integral del Sistema Nacional Integrado de Salud, dotándolo 
de un marco jurídico y de un conjunto de herramientas, de organización y de gestión que le permitieran 
transformarse en una institución de salud referencial para sus pares en cuanto a calidad, resultados sanitarios 
y eficiencia en la administración de sus recursos. Se decía también que la descentralización cambiaba la 
naturaleza institucional de la organización, a semejanza de otros institutos y empresas públicas 
descentralizadas, a las que se le otorga la capacidad de tomar decisiones con distinto grado de autonomía 
respecto al Poder Ejecutivo y Legislativo. Esto es: cambia su autonomía y deja de estar sometido a la 
jerarquía del Ministerio de Salud Pública. Se decía que su objetivo final era crear condiciones que 
permitieran a ASSE, como prestador, actuar efectivamente dentro de un marco de mayor flexibilidad para 
adaptar los recursos presupuestales a las necesidades y demandas de la población efectiva, propiciando 
espacios de modernización de la gestión de los servicios asistenciales públicos. 


Lo que se procura con estos artículos es, en una primera etapa de descentralización, ir adecuando a ASSE a 
su nueva naturaleza y rol. Sabemos que el proceso de descentralización es gradual y lo comenzamos a 
transitar ahora. Por eso creemos que dentro de este proceso se enmarca esta Rendición de Cuentas, con el fin 
de orientar a nuestra organización a cumplir los objetivos que le establece la ley y fijar algunas definiciones 
estratégicas. En ese sentido, son evidentes algunas definiciones estratégicas en materia de cobertura de 
servicios, poniendo énfasis en la planificación adecuada y en la jerarquización de los recursos humanos. Un 
ejemplo de ello son los acuerdos médicos que se han firmado el 30 de mayo de 2008, que concretan el 
firmado el 12 de setiembre de 2007, en el que intermediara el Parlamento. Otro ejemplo es el artículo 411 -el 
artículo que se agrega-, que establece el programa de fortalecimiento y formación de recursos humanos para 
los prestadores públicos. 


Creemos que con estas líneas transitamos este articulado de la Rendición de Cuentas. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Para entender cómo se supone que va a seguir funcionado esto 
en este proceso de transición del que recién hablaba el contador Dersarkisian, que se está encaminando 
y que va a llevar un tiempo -también está aquí el economista Olesker- quisiera saber si en algún 
momento -si me equivoco, me corregirán- ASSE va a vivir de las cápitas que cobra, es decir, cuándo va 
a tener un presupuesto autónomo y lentamente irá desenganchándose del presupuesto del Estado. En 
algún momento, ASSE será como la Asociación Española, vivirá de las cápitas, pagará a sus 
funcionarios, invertirá, tendrá gastos de funcionamiento y de mantenimiento. Dependerá de su 
eficiencia y buen funcionamiento cuál será el servicio que preste, pero estará totalmente 


descentralizado del Estado. Se supone que este proceso va en esa dirección. Hoy uno advierte que hay 
artículos que dicen que lo que se recauda por cápitas se va a destinar a funcionamiento y a inversiones, 
pero a los funcionarios les sigue pagando el Estado, les seguimos pagando todos nosotros, lo sigue 
pagando el 100% de la población a través del Ministerio de Salud Pública. Quisiera saber cuándo se va 
a dar ese proceso, cuándo se va a decir que ASSE vive de las cápitas que cobra, del millón de afiliados 
que concurren a los hospitales que integran la red de ASSE. Me gustaría saber en qué momento eso va 
a pasar y, por lo tanto, solo vamos a discutir el presupuesto del Ministerio de Salud Pública, en tanto 
este es un ente regulador, un organismo de coordinación nacional de las políticas de salud. Quisiera 
saber si tienen idea de en qué momento va a pasar eso. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Mi pregunta va en el mismo sentido que la del señor Diputado José 
Carlos Cardoso. 


Imagino que ASSE ya tendrá un presupuesto estructurado que me gustaría conocer. Habrán hecho un 
presupuesto en el que figuren los salarios, los gastos de funcionamiento, etcétera. Entonces, quería 
solicitarles que nos envíen ese presupuesto estimado. Supongo que lo tendrán hecho, porque toda persona 
que llega a un lugar lo primero que hace es un presupuesto que luego irá ajustando si se equivocó. Entonces, 
quisiera conocer el presupuesto actual de ASSE y cómo está distribuido. 


SEÑOR GESTIDO.- En primer lugar, efectivamente ASSE tiene un presupuesto y, con mucho gusto, se 
lo podemos facilitar. De hecho, el presupuesto de ASSE es público; simplemente podemos darle la 
apertura y el detalle que desee; en ese sentido, no hay ningún problema. 


En segundo término, ASSE tiene dos tipos de usuarios. Por un lado, están los usuarios del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, por los cuales ASSE sí va a recibir una cápita. Hoy no recibe una cápita completa, sino la 
diferencia entre el promedio del gasto por usuario de ASSE y el valor de cada cápita, pero imaginamos que sí 
puede recibir una cápita por cada usuario que está comprendido dentro del Sistema Nacional Integrado de 
Salud. Por otro lado, ASSE también atiende usuarios que no están comprendidos en el Sistema Nacional 
Integrado de Salud. De modo que por esos usuarios la financiación de los servicios debe ser presupuestal y 
no a través de cápitas. 


Respecto de cuál va a ser la evolución del Sistema Nacional Integrado de Salud en cuanto a cuántas personas 
va a incluir, si van a ser el 100%, el 70% o el 50% de los usuarios de ASSE, esa es una cuestión que no 
depende de ASSE, sino de lo que disponga el ente regulador y de lo que ocurra en este país en los próximos 
años. Pero lo que sí es claro es que ASSE tiene una doble fuente de financiamiento. 


Por otro lado, debemos tener en cuenta que estamos en un momento de transición. ASSE era financiada en un 
cien por ciento con fondos públicos y hoy estamos adecuando nuestras prestaciones a lo que tienen que 
ofrecer el resto de las entidades que componen el Sistema Nacional Integrado de Salud; así lo dispone el 
artículo 56 de la ley que instituyó este Sistema. 


De modo que difícilmente ASSE vaya a estar financiada por cápitas en un cien por ciento de su presupuesto, 
pero no me cabe ninguna duda de que la financiación por cápitas va a ser creciente. 


Respecto de cuál va a ser el ritmo en el que eso va a ocurrir, antes que nada habría que preguntárselo al ente 
regulador, que es el ente planificador. Por suerte, tenemos acá al economista Olesker, quien tal vez nos pueda 
arrojar un poco más de luz sobre el tema. 


SEÑOR OLESKER.- El Seguro Nacional de Salud, que es el mecanismo por el que % a través de la 
seguridad social se financian miembros del Sistema Nacional Integrado de Salud, involucró en esta 
primera etapa a todos los trabajadores privados y públicos formales, a los cuentapropistas, a sus hijos 
menores de dieciocho años, a un sector de jubilados -siempre y cuando no superaran un tope- y a todos 
aquellos activos que se vayan jubilando. Hoy, de esa población % incluyendo el ingreso previsto para 
julio de los entes de la enseñanza de entre un millón cuatrocientas mil y un millón cuatrocientos 
cincuenta mil personas que son financiadas por el mecanismo de la seguridad social, algunas -unas 
50.000- eligieron a ASSE como el prestador de salud y el resto que pudo elegir -alguna persona todavía 
no pudo hacerlo porque está bajo el régimen de inamovilidad del Decreto del año 2000- lo hizo por el 


sistema de Instituciones de Asistencia Médica Colectiva. A medida que nuevos colectivos que hoy se 
atienden a través de recursos presupuestales ingresen al Seguro Nacional de Salud, se modificarán las 
proporciones. En este período de Gobierno no tenemos previstos nuevos colectivos que vayan a 
ingresar -finalizado el proceso de la ANEP y de la Universidad-; sí está previsto en la ley que los 
señores Diputados votaron para 2010 que se incluya a los cónyuges de los trabajadores -algunos de 
ellos se atienden en Salud Pública- y a partir de 2011 se incluirá a los profesionales y a aquellos que 
están en Caja de Auxilio. Cuando comiencen a incorporarse otros colectivos -sobre todo el de los 
jubilados, que hoy está topeado y muchos de ellos se atienden en ASSE con recursos presupuestales- 
irán cambiando esas proporciones. No podemos aventurar cuándo será el punto final de este proceso 
gradual de incorporación de colectivos, aunque estimamos que no está lejos en el tiempo. 


SEÑOR GESTIDO.- A efectos de homogeneizar el análisis y de que conceptualmente sea más 
llevadero, sugiero que agrupemos los artículos en base a la temática. 


Comenzaría diciendo que hay dos artículos que refieren simplemente a una cuestión de operativa 
presupuestal: los artículos 372 y 375. 


El artículo 372 establece que para los gastos de funcionamiento -grupos 1 a 7; o sea que se están excluyendo 
retribuciones personales e inversiones- se tome como base del presupuesto los montos efectivamente 
obligados en el Ejercicio 2007. Diría que se trata simplemente de una cuestión operativa para fijar una línea 
de base presupuestal. 


El artículo 375 establece algunas condiciones para las trasposiciones de créditos para el mejor 
funcionamiento de los servicios de ASSE. En ese sentido, autoriza las trasposiciones dentro del Grupo Cero, 
"Servicios Personales". Hay que tener en cuenta que uno de los puntos más sensibles en la mejora de gestión 
de ASSE es su personal y uno de los aspectos en los cuales estamos haciendo cambios más profundos y que 
tienen más impacto en la eficiencia de la gestión es el del personal. Allí radica el fundamento para que se nos 
autorice a trasponer rubros dentro del Grupo Cero. 


Por otro lado, se nos autorizan las trasposiciones de gastos de funcionamiento, con excepción de los créditos 
destinados a suministros y los créditos estimativos. Además, no nos permiten los cambios de fuente de 
financiamiento. Básicamente, no se nos permite cambiar financiamiento de Rentas Generales por 
financiamiento de endeudamiento. Esas son las limitantes que se nos imponen al trasponer los rubros, pero se 
nos da cierta libertad a los efectos de facilitar la gestión. 


Hay varios artículos que refieren a la organización o a cuestiones específicas de la organización del trabajo de 
ASSE. En ese sentido, quisiera mencionar los artículos 376,377, 391 y. 392. 


El artículo 376 habilita a ASSE a autorizar la recaudación por concepto de cuota salud y de venta de servicios 
a terceros para financiar los gastos de funcionamiento e inversiones. Eso no hace más que confirmar lo que 
ya establecía la ley de creación de ASSE en cuanto a lo que son sus fuentes de recursos. Pero más allá de eso, 
llamo la atención de los señores Diputados en la importancia de esta disposición como un estímulo dentro del 
propio funcionamiento interno de ASSE y en la importancia de esto para que los responsables de cada 
Unidad Ejecutora sirvan como vendedores de la institución con relación a cuota salud y a servicios. 


El artículo 377 refiere a otra cuestión. Otorga la facultad a ASSE para reembolsar los costos directos 
involucrados en el proceso de donación de sangre y de componentes sanguíneos en cuanto sean compatibles 
con una donación voluntaria no remunerada. ¿Qué queremos decir con esto? Que la donación de sangre y de 
sus componentes tiene que ser voluntaria y altruista. Pero hay algunas cuestiones como, por ejemplo, el 
reembolso de los costos directos. Nos referimos a reembolso de transporte, a algún pequeño obsequio que 
sirva como estímulo o a algún caso de reembolso en que el donante tenga que cumplir alguna condición 
especial que en forma directa le cueste algún dinero. Esto refiere básicamente a ciertos planes de donantes 
frecuentes que harían que nosotros pudiéramos ahorrar una cantidad de dinero muy importante y además que 
trabajemos con mucha más seguridad en todo lo que tiene que ver con enfermedades trasmisibles por la 
donación de sangre. 


El artículo 391 faculta a ASSE a hacerse cargo de los pasajes en servicio de transporte urbano e 
interdepartamental, a efectos del traslado de pacientes y acompañantes a otros servicios propios o prestados 


por terceros para continuar el proceso de atención, así como para el retorno a su domicilio luego del alta. Lo 
único que cambia en este artículo es que antes estos pasajes se costeaban a la Unidad 068, ASSE Central, y 
ahora estamos volcando el costo a cada Unidad Ejecutora. Esto es nada más que una cuestión de asignación 
de costos y no hay ningún cambio sustancial en la prestación del servicio. 


Por el artículo 392 se transfiere lo que nosotros llamamos "Asistencia Integral" -que es la asistencia de salud 
a funcionarios, ex funcionarios, jubilados dependientes del Ministerio de Salud Pública y de ASSE y 
trabajadores que al 1* de enero de 2001 pertenecían a la Comisión Honoraria de Lucha Antituberculosa y 
Enfermedades Prevalentes, así como a los cónyuges y sus familiares en primer grado de consanguinidad-, 
que antes brindaba el Ministerio de Salud Pública, a ASSE. Se trata de un cambio importante: en la medida 
en que alguna de estas personas a partir de ahora estén comprendidas en el Sistema Nacional Integrado de 
Salud, las prestaciones no serán totales como antes, sino parciales. Por lo tanto, esto requerirá una 
reorganización y una nueva reglamentación. 


En términos generales, se transfiere a ASSE todo el sistema de Atención Integrada de Salud. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero saber si se mantiene la Asistencia Integral a los funcionarios 
de ASSE o se transformó. Desde hace mucho tiempo el funcionario de Salud Pública tiene cierta 
asistencia -que se llama Asistencia Integral- que involucra a una cantidad de ramas de atención. En ese 
sentido, quiero saber cómo queda actualmente la situación de los funcionarios de Salud Pública con la 
transformación que ha tenido el Ministerio. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Pido la palabra. 
SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero que me contesten las autoridades de ASSE. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Que yo sepa, la libertad de hacer uso de la palabra en este Parlamento 
hasta ahora no tenía cortapisas. Podríamos empezar una nueva etapa en la cual hablamos si nos dejan; 
no hay ningún problema, porque tenemos cincuenta y dos votos y capaz que de esta manera nos va 
mejor. 


Podemos seguir con la costumbre de uso, que es que cada uno haga uso de la palabra cuando quiera. 


(Intervención de la señora Representante Peña Hernández) 
——-_Es más, hacen uso en abundancia. Diría que algunas veces se hace abuso de la palabra. 


Quiero aclarar que hay algo que se debe tener en cuenta, y conviene leer lo que uno vota. En la ley de 
descentralización de ASSE y en la ley de creación del Sistema Nacional Integrado de Salud está claro que 
quienes van a pasar a integrar el Fondo Nacional de Salud, en este caso los funcionarios del Ministerio de 
Salud Pública, se atenderán en el sector mutual, en los seguros privados o en ASSE, conforme a su elección, 
que es libre y que pudieron hacer hasta determinado momento, porque después quedarían de oficio afiliados a 
ASSE. En efecto, en estos días vence el plazo y quienes no hayan hecho su elección quedarán de pleno 
afiliados a ASSE. 


Esta es la situación de los funcionarios de Salud Pública, no así de sus familiares que no tengan esta 
posibilidad, quienes seguirán atendiéndose a través de Asistencia Integral, sistema que personalmente 
pretendemos que en algún momento no exista más, para que no haya un sistema de salud que tenga dos 
formas de atención, según uno esté de un lado o del otro, porque pensamos que la asistencia en una unidad 
como ASSE debería ser igual para todos. Esto lo hemos discutido mucho tiempo y lo planteamos muchas 
veces. 


Esta es la realidad. 


SEÑOR GESTIDO.- Estamos analizando la reestructuración de todo el sistema de atención integral en 
ASSE. 


Tenemos la suerte de contar con la presencia del economista Olesker, quien conoce este tema desde hace 
mucho tiempo y puede aportar al respecto. 


SEÑOR OLESKER.- Asistencia Integral es un sistema de atención creado por ley de 1963, que atendía 
a los funcionarios de Salud Pública, a sus familiares y a los jubilados de Salud Pública. ¿Cuál es la 
situación actual? Los funcionarios de Salud Pública ingresaron al FONASA partir del 1” de marzo, de 
acuerdo con la Ley_N” 18.211. Por lo tanto, eligieron mutual o ASSE, pero si eligieron esta última, ya no 
se atienden en ASSE por el Sistema de Asistencia Integral, sino por el de cobertura que tiene ASSE. Sin 
embargo, Asistencia Integral brindaba a los funcionarios de Salud Pública algunas prestaciones que no 
están incluidas en el FONASA, básicamente tres: atención odontológica, psicológica y oftalmológica. 


El presupuesto de Asistencia Integral para esos rubros para los funcionarios de Salud Pública se mantiene con 
la Asistencia Integral. Por lo tanto, Asistencia Integral será como un seguro complementario para estos 
funcionarios en esos términos. El resto, es decir los familiares que no sean hijos menores de 18 años -en ese 
caso, ingresarían al FONASA- y los jubilados por Salud Pública que superen el tope de los 2,6 Bases de 
Prestación y Contribuciones, continúa en Asistencia Integral, financiados por los Fondos de Asistencia 
Integral. 


Lo que cambia ahora es que la administración de la Asistencia Integral % en tanto ASSE tiene el 95% de los 
beneficiarios, o un poco menos, y el Ministerio de Salud Pública un porcentaje más pequeño pasa a ASSE y 
el Ministerio contratará a esta los servicios de Asistencia Integral de los familiares de esos funcionarios que 
no ingresen al FONASA. 


No sé si quedó claro las distintas situaciones que existen. 
SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Sí. 


Sin embargo, según este artículo se modificaría la situación de los funcionarios de la Comisión Honoraria 
para la Lucha Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes. 


SEÑOR OLESKER.- Conforme a la ley anterior, los funcionarios de la Comisión Honoraria para la 
Lucha Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes podían elegir DISSE, FONASA o Asistencia 
Integral. Quienes eligieron DISSE, ya no tendrían Asistencia Integral. Quienes estaban en Asistencia 
Integral, que ahora entran al FONASA, mantienen el plus como cualquier ex integrante de la 
Asistencia Integral. 


SEÑOR GESTIDO.- El otro gran tema contenido en este articulado es el de los acuerdos con 
funcionarios médicos y no médicos que se están haciendo en la presente Administración. Acá me remito 
al artículo 381. Se asignan a ASSE varias partidas presupuestales, en los literales a) y b). El literal a) 
refiere a lo que llamamos el acuerdo médico y el b) a una serie de adecuaciones salariales con el 
personal no médico. 


En este sentido, quiero llamar la atención de los señores legisladores con respecto a que uno de los grandes 
problemas que tenía ASSE -y que estamos tratando de solucionar- son las cuestiones de personal. Todos 
conocen los conflictos tan profundos que se vivieron con el personal médico y los problemas muy serios que 
se ocasionó a los usuarios de servicios de salud. 


Hace pocos días ASSE firmó un acuerdo con las tres gremiales médicas: FEMI, la Mesa de Sociedades 
Anestésico Quirúrgicas y el Sindicato Médico del Uruguay. Logró un acuerdo salarial hasta marzo de 2010, 
que entendemos nos otorga una gran oportunidad, ya que nos da un compromiso de paz y trabajo por el que 
podemos dar prioridad a nuestra gestión y solucionar otros problemas que tiene la Administración. Ese 
acuerdo médico surge de un compromiso que se había firmado en setiembre de 2007, en el cual ASSE se 
comprometía a equiparar los salarios de sus médicos con los del sector privado, y a su vez dentro de ASSE, 
porque existían inequidades que era imperativo solucionar. Para ello se está otorgando una partida de 

$ 202:000.000 para el Ejercicio 2008 y de $ 547:000.000 a partir del Ejercicio 2009. 


A su vez, para la adecuación de los salarios de los funcionarios no médicos, que el Estado entendió que 
estaban subpagos respecto del sector privado y del resto de la Administración, se previó un aumento 
adicional del 5% en enero de 2008, del 10% en agosto de 2008 y del 5% adicional en enero de 2009. También 
se está llevando a cabo una serie de gestiones de equiparación salarial para mitigar y evitar las inequidades 
internas que existen entre algunos funcionarios de ASSE. Para eso se nos ha otorgado una partida de 

$ 155:800.000 que esperamos que ustedes aprueben y de $ 392:000.000 a partir del Ejercicio 2009. 


SEÑOR MACHADO. A través del artículo 381 se crean partidas para funcionarios profesionales y no 
profesionales. Realmente, vemos una gran discrecionalidad para la distribución entre los programas y 
las unidades ejecutoras. Quisiéramos contar con información pormenorizada acerca de la distribución 
de estos recursos, porque es importante para decidir si votamos o no este artículo. 


SEÑOR GESTIDO.- No comprendí qué quiso decir con la discrecionalidad de las unidades ejecutoras. 
SEÑOR MACHADO.- ¿Cómo se distribuye esta plata efectivamente? 


SEÑOR GESTIDO.- Existe una cantidad de médicos que hoy están trabajando en las diferentes 
unidades ejecutoras de ASSE. Para cada uno de esos médicos que está cumpliendo una función se 
establece un cronograma de aumento salarial que termina en marzo de 2010. Ese aumento se le da a 
cada funcionario en el lugar en el que esté trabajando; en ese sentido, la discrecionalidad es cero. El 
funcionario recibe el aumento en donde está trabajando hoy. Van a recibir una adecuación salarial 
aquellos funcionarios que se encuentran subpagos respecto de lo que se gana en el sector privado y en 
otros lugares de ASSE. No se trata de cambiar los destinos de los dineros, sino de adecuar las 
retribuciones de los mismos funcionarios que están hoy trabajando en la Administración. 


Vinculado al artículo 381, muy importante para nosotros y que está respaldado por ese acuerdo histórico de 
largo plazo para la salud de este país, está el artículo 411, que no está incluido en el Inciso 29 pero que tiene 
una estrecha vinculación. Si tenemos la expectativa de que los médicos trabajen en los servicios de ASSE 
tenemos que pagarles salarios acordes a su función y a su responsabilidad; si no, vamos a seguir teniendo el 
problema que en otro momento tuvimos, que es el de no poder cubrir los servicios. Es una realidad de corto 
plazo que no podemos eludir. Pero tenemos otro problema, que es de largo plazo: determinadas 
especialidades médicas son escasas, básicamente por dos motivos. El primer motivo es que no se forman los 
suficientes especialistas y el segundo es que existe una fuerte emigración de algunas especialidades médicas. 
Eso nos ocasiona problemas muy graves para la correcta gestión de ASSE y entendemos que lo tenemos que 
atacar de varias maneras diferentes. La primera son las reglas a corto plazo, y también un llamado a ASSE y a 
todas las gremiales médicas a afrontar nuestra responsabilidad social. Así se hizo cuando se firmó el acuerdo 
médico, por el que tenemos asegurada la cobertura de los servicios hasta 2010 y hay una cláusula de paz con 
las gremiales médicas hasta 2010. Por otro lado, no perdemos de vista que tenemos que dar una solución 
definitiva a este problema. La forma de solucionarlo es hacer un acuerdo con la Universidad de la República 
para que forme los especialistas que este país necesita. Si no hacemos eso, vamos a tener el mismo problema 
cuando llegue marzo de 2010, o tal vez antes. Entonces, vinculado a este tema está el artículo 411, que nos 
otorga una partida para la formación de especialistas en aquellas áreas en las que el país los necesita. ¿A qué 
se planea destinar estas partidas? Por un lado, se piensa destinarlas a pagar residencias en las especialidades 
que necesitamos y, por otro, a pagar a los docentes que trabajan en las unidades asistenciales de ASSE 
salarios acordes a su función, a su responsabilidad, o por lo menos, lo mismo que ganan sus colegas que están 
comprendidos en el acuerdo médico. Si no hacemos eso, vamos a tener un problema de falta de docentes, 
como sufrimos con la falta de algunas especialidades médicas. 


Vamos a comprometer a todas aquellas personas a las cuales les pagamos una residencia y les facilitamos los 
hospitales de ASSE para su formación, a que luego de completada su especialidad, parte de sus horas y de su 
vida la dediquen a trabajar en ASSE. Esa es la otra columna en la cual se está apoyando este acuerdo y tiene 
una visión a largo plazo. Estamos seguros de que en tres años vamos a empezar a ver los resultados y por más 
que no los veamos nosotros, alguien tiene que plantar esta semilla para que no tengamos que seguir con estos 
problemas eternamente. 


Este problema también se ataca de otro modo, en un plazo no tan largo ni tan corto, que es regulando algunos 
procedimientos médicos. Hay algunos procedimientos médicos complejos para los cuales está claro que 


necesitamos un especialista titulado y con experiencia, y para nosotros mismos quisiéramos el mejor. Existen 
otros procedimientos médicos más sencillos que tal vez pueda ejecutarlos un residente. Por lo tanto, mediante 
esa regulación de procedimientos médicos que solicitaremos al ente regulador, al Ministerio de Salud 
Pública, vamos a mejorar la atención sanitaria de nuestra población. 


Entonces, los artículos 411 y 381 no son más que la pata de corto plazo y la pata de largo plazo del mismo 
problema. 


Como anécdota, vale la pena recordar que cuando comenzamos con el trabajo de planificación para saber 
cuántos especialistas de cada área íbamos a precisar para los próximos años, mi colega de Directorio, doctor 
Dersarkisian, sacó una vieja carpeta llena de telarañas que contenía artículos de 1992 donde el Ministro de 
turno decía lo terrible que era para el sistema de salud la crisis de los anestesistas en aquella época. Entonces, 
uno se pregunta qué hemos hecho desde 1992 a 2008. 


Creo que todos quienes estamos en ASSE, en la Universidad de la República y los legisladores que están 
llevando adelante esta iniciativa, tenemos una oportunidad histórica para dar, por fin, solución a este 
problema que se ha venido arrastrado por tantos años. 


Hay otra gran unidad que refiere a cuestiones de personal. En ASSE dedicamos mucha atención al personal y 
estamos dispuestos a gastar dinero y a entrenarlos porque constituyen una gran riqueza. Obviamente, un ser 
humano no es lo mismo que un tomógrafo o una jeringa; un ser humano tiene ilusiones, esperanzas, dolores y 
afectos, y consideramos que hay que dedicarles especial atención. Es por ese motivo que los artículos que 
refieren al personal es bastante amplia y, básicamente, puede dividirse en dos aspectos. Hay algunos artículos 
que refieren a regularizaciones pendientes desde hace bastante tiempo y sentimos el ineludible deber de 
concretarlas y, por otro, hay ciertos artículos que nos permiten una mejor administración del trabajo de las 
personas. 


Respecto de los deberes de regularización, quisiera citar los artículos 379, 380, 384, 388 y 389. 


El artículo 379 refiere a los distintos casos de funciones que no se condicen con el cargo; si la persona lo ha 
desempeñado satisfactoriamente por lo menos durante un año, nosotros pretendemos que coincidan función y 
cargo. Parece evidente, pero en ASSE tenemos numerosos problemas de esta índole y este es un viejo deber 
que sentimos la necesidad de solucionar. Por supuesto que pedimos requisitos, títulos, los certificados que 
correspondan, etcétera. Inclusive, está previsto que cuando la retribución del nuevo cargo sea inferior a la 
percibida, la diferencia se considere como compensación personal y se absorban futuros ascensos. Por 
supuesto que cuando haya compensaciones que sean inherentes a la propia tarea, no se conservarán. Para eso 
es que se asigna una partida de $ 1:118.000 para 2008 y de $ 2:866.000 para 2009. 


El artículo 380 contiene una norma de muy fácil comprensión. Existían personas que estaban trabajando en 
comisión en el Ministerio de Salud Pública, en dependencias de servicios sanitarios, que hoy son ASSE. Esas 
personas siguen trabajando en la misma situación pero en ASSE. 


El artículo 384 refiere a una deuda de lo que nosotros llamamos niveles, que es un adicional de las 
retribuciones personales, y a algunas diferencias salariales de médicos que ejercían la función sin tener el 
cargo, que directamente no se abonaron entre enero y setiembre de 2007 por distintas razones; se adeudan al 
día de hoy y es justo pagarlas. Por ese motivo solicitamos esta partida. 


El artículo 387 apunta a eliminar la categoría de funcionarios que en la jerga de ASSE los llamamos suplentes 
permanentes -valga la expresión- porque, evidentemente, no son suplentes. Nosotros pretendemos que cada 
vez que se llame a un suplente se identifique al funcionario que se suple y que dicha suplencia no pueda ser 
llamada por un período mayor a un mes, por más que luego se repita. Con esto queremos decir "no va más" a 
las suplencias eternas y al hecho de no establecer a qué funcionario se suple. Esto implica directamente 
aumentar los servicios y, en realidad, no configura ninguna suplencia. Vamos a regularizar la situación de 
todos aquellos funcionarios que estuvieron trabajando durante los doce meses anteriores. De esta manera no 
permitimos que se generen nuevos suplentes fijos. 


El artículo 388 regulariza la situación de los suplentes que estaban trabajando como fijos convirtiéndolos en 
funcionarios permanentes y, a su vez, autoriza a la Administración a suscribir contratos de carácter zafral, que 
es lo que debería ocurrir. Cuando nosotros tenemos mayor demanda de horas médicas por el invierno o en el 


verano para trabajar en las playas, corresponde hacer contratos zafrales y no inventar suplencias donde no las 
hay. Reitero: queremos regularizar a los suplentes fijos, tratando de que esto se repita en un futuro y dar una 
herramienta para que los contratos coincidan plenamente con la realidad sustancial. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- En este artículo, ¿qué se hace con los cargos titulares? ¿Acá se 
regulariza a los suplentes de esos titulares que no van o se crea un cargo zafral para ese tipo de 
actividades de verano o de invierno? La verdad es que no me queda muy claro. 


SEÑOR GESTIDO.- El verdadero problema que teníamos era que quienes figuraban como suplentes, 
en realidad, no eran suplentes, sino que se necesitaban más horas y se pedía un suplente que no suplía 
a nadie. Por eso, ahora, a través de esta norma estamos exigiendo que cada vez que alguien pida un 
suplente se identifique a la persona a la que suple. Lo que ocurría antes era que había un titular que 
estaba trabajando y había un suplente que también estaba trabajando. No estamos aumentando la 
cantidad de personas sino que estamos dando a las cosas la correcta forma. Eso es lo que estamos 
buscando. 


El artículo 389 refiere a los funcionarios contratados al amparo del artículo 410 de la Ley_N* 16.170, los 
famosos contratos 410. Lo que estamos diciendo acá es que aquellos funcionarios que fueron contratados al 
amparo del artículo 410 de la Ley N” 16.170, que entraron por concurso de antecedentes, méritos u oposición 
o través de una convocatoria pública y cuyo contrato se renovó en dos oportunidades, puedan ser 
incorporados a la plantilla presupuestal. Una vez más, es una forma de dar orden a la estructura de personal 
de ASSE. 


El artículo 390 refiere al acuerdo médico financiado a través de Comisión de Apoyo y Patronato del 
Psicópata. Es exactamente el mismo concepto del artículo 381 -les pido disculpas porque no se los mencioné 
en su momento-, pero por la parte que se financia a través de Comisión de Apoyo y Patronato de Psicópata. 


Finalmente, el artículo 393 autoriza a ASSE a contratar en régimen de arrendamiento de servicios 
profesionales a los médicos de familia, hasta tanto no se incorporen al padrón presupuestal. Con esto 
buscamos contar con las herramientas para dar cumplimiento a uno de los objetivos del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, que es favorecer el primer nivel de atención. Sin médicos de familia no es posible 
hacerlo, y esa es la razón de este artículo. 


Ya les habíamos explicado lo importante que es para nosotros el acuerdo médico y el artículo 411, que nos 
permite dar una solución largoplacista a la formación de especialidades escasas -en un acuerdo con la 
Universidad de la República- y, además, remunerar adecuadamente a todos los médicos, funcionarios de la 
Universidad de la República, que trabajan en nuestras unidades ejecutoras. Hay tres artículos vinculados con 
esto: los artículos 383, 385 y 386 


El artículo 383 otorga una partida con destino a extender el régimen de internado a todas las profesiones que 
lo exijan dentro de la formación curricular. A su vez, se nos permite también utilizar esta partida para 
instrumentar un sistema de pasantías para profesionales y técnicos universitarios recién egresados. 


SEÑOR GAMOU.- Hace poco tiempo estuvo la Comisión que está trabajando sobre el artículo 411, 
que me parece francamente fantástico, porque podríamos estar toda la noche comentando anécdotas y 
sobre lo que nos sale como país la fuga de cerebros y de médicos. Aprovecho a decir que estoy 
absolutamente de acuerdo con la concepción que tiene ASSE al respecto y no con lo que dijo en el día 
de ayer el Sindicato Médico, pero ese es otro cantar. 


Hoy me desasnó el señor Ministro interino de Salud Pública, porque yo pensé que en ese primer nivel de 
atención a la salud se podían incluir a las parteras. Lo que me explicaba es que esto es para residencias; en 
realidad, yo no sabía la diferencia que hay entre residencia e internado. Por lo tanto, el artículo 411 no 
comprende a las parteras. 


Mi pregunta concreta es la siguiente. Tal cual entiendo yo, de acuerdo con la norma referida, antes abarcaba 
odontología, psicología, enfermería y química; ahora, se extiende a todas las profesiones que exijan el 
internado dentro de la formación curricular. ¿O sea que acá estarían incluidas las parteras? 


Por otro lado, ¿está previsto algún tipo de pasantía para las parteras que, según sé, como cuestión curricular 
tienen la necesidad de hacer un internado? 


SEÑOR GESTIDO.- Acá la cuestión va a ser presupuestal, que es otro cantar, pero esa partida que 
establece el artículo 383 está destinada a internados de todas las profesiones que así lo exijan, 
incluyendo a las parteras. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de que mi hija estudia 
magisterio y mi señora no estudia; pienso que en el tema de control de embarazo, seguimiento y demás, 
las parteras cumplen un papel importante. 


SEÑOR GESTIDO.- Vale la pena mencionar el artículo 385, por el cual se fija una partida de casi 
$ 23:700.000 para 2008 y $ 47:400.000 para 2009, destinada a la creación de hasta doscientos cargos de 
profesionales residentes. Aquí lisa y llanamente estamos aumentando el número de residentes. Lo que 
exigimos es que esos dineros públicos que se destinan a la formación de personas terminen redundando 
en beneficio de los usuarios de ASSE, en beneficio de los ciudadanos de este país. De modo que no 
dudamos en utilizar cualquier herramienta, cualquier contrato que comprometa a las personas a 
trabajar para ASSE o para cualquier otro medio. Nuestra concepción es que si gastamos dineros 
públicos para la formación de la gente, en definitiva esos dineros tienen que terminar mejorando la 
asistencia sanitaria de los usuarios de ASSE. De eso no nos cabe absolutamente ninguna duda. 


En esta línea está también el artículo 386, que refiere a una cuestión meramente instrumental. Lo que ocurre 
es que aquellas personas que estaban efectuando una residencia podían reservar su cargo en ASSE por un 
plazo de tres años. Lo que estamos haciendo aquí es adecuar el plazo de reserva del cargo a la duración de la 
residencia, pues algunas duran cuatro años. Entonces, la persona puede reservar el cargo durante la 
residencia. Si una vez que la termina no vuelve a trabajar, cesa en su cargo. Reitero que esta es una 
adecuación del plazo de la reserva del cargo a la duración de la residencia. 


Voy a referirme ahora al artículo 382. ASSE es una organización que maneja sumas de dinero muy 
importantes, que está llamada a trabajar en concordancia con los niveles de eficiencia del sector privado, a 
competir donde tiene que competir y a trabajar bien donde no tiene que competir. Para eso necesita una 
estructura que acompañe todo ese trabajo y muy en particular el fuerte cambio de cultura organizacional que 
todos tenemos la obligación de llevar a cabo por un plazo que no será corto. Para eso es que necesitamos, 
tanto en ASSE central como en varios lugares del país, personal capacitado, fuerte y con una remuneración 
acorde a lo que le vamos a exigir. A través del artículo 382 estamos solicitando una asignación para crear 
algunos cargos destinados a fortalecer la gestión de ASSE y también para adecuar algunos salarios que están 
absolutamente fuera de los parámetros de este mercado, si queremos tener gente que trabaje en la forma en 
que necesitamos. Esa es la razón del artículo 382. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Aquí tenemos el monto, la serie, el escalafón y los grados de las 
funciones a contratar. Me gustaría tener una discriminación de la cantidad de cargos que se estarían 
llenando, cuántas personas hay en cada uno y su distribución. Imagino que esta información debe estar 
planificada y estructurada para realizar los llamados. 


SEÑOR TAJAM.- Las partidas están referidas a los años 2008 y 2009. La de 2009 no tiene la 
continuidad necesaria para ser una partida de concepto salarial. 


SEÑOR GESTIDO.- No comprendí al señor Diputado. 


SEÑOR TAJAM.- Hay una partida para el año 2008 y otra para el año 2009. En los otros artículos dice 
"a partir del año 2009". 


SEÑOR GESTIDO.- Efectivamente, el artículo debería decir "a partir del año 2009". 


Respecto a lo que solicita la señora Diputada, con muchísimo gusto vamos a suministrar un detalle. Inclusive, 
nos gustaría hacer alguna aclaración porque por supuesto, como en toda decisión, hemos manejado distintas 


alternativas. De modo que con mucho gusto vamos a proporcionar la información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa toma como modificación del artículo 282 que luego de $ 235:000.000 
diga "a partir del año 2009". 


SEÑOR GESTIDO.- El último grupo temático que tenemos para tocar refiere a las inversiones, en los 
artículos 373 y 374. 


El artículo 373 disminuye la asignación presupuestal del Ejercicio 2008 con destino a inversiones, con 
financiación 2.1, Endeudamiento Externo, en un monto de $ 108:600.000. A su vez, incrementa en el mismo 
importe el total de inversiones en la financiación 1.1, Rentas Generales. De modo que lo único que hace este 
artículo es cambiar la fuente de financiamiento. Este cambio simplemente se da por el estado en que se 
encuentra la tramitación de dos créditos que para nosotros son muy importantes: uno proveniente de Italia y 
otro otorgado por el Banco Mundial. En la medida en que tenemos esos créditos disponibles para gastar en 
2008 o en 2009 es que distribuimos el dinero en un año o en otro, y simplemente cambiamos la fuente de 
financiamiento. 


El artículo 374 incrementa las asignaciones presupuestales de inversiones con financiación 1.1, Rentas 
Generales, para el Ejercicio 2008 en $ 250:000.000 y con financiación 2.1, Endeudamiento Externo, en un 
monto de $ 100:000.000 para el Ejercicio 2009. Debo decir que prestamos atención básicamente a tres 
aspectos. Uno es el fortalecimiento de toda la gestión en lo que tiene que ver con el personal, que para 
nosotros es prioritario. Creemos que este es el punto más sensible en la gestión de ASSE, y hacia allí estamos 
apuntando con más fuerza nuestras baterías. 


También apuntamos nuestras baterías a la gestión de otras áreas en general, en las que por supuesto tenemos 
mucho que hacer y tratamos de hacerlo todos los días. Nos sentimos muy orgullosos por haber sido capaces 
de fortalecer toda la parte de inversiones de ASSE en una forma en que, si uno la compara con otros tiempos, 
ha sido fuerte y, si bien todavía nos queda mucho camino por andar, creemos que estamos en la senda para 
dotar a ASSE de una infraestructura acorde al lugar que tiene que ocupar en el SNIS. 


Si el señor Presidente me lo permite, le pediría a la contadora Rossi, Directora General en el Área 
Administrativo Financiera, que nos ilustrara acerca del estado del crédito italiano y del crédito del Banco 
Mundial, así como de la evolución de las inversiones de ASSE en los últimos años. 


SEÑORA ROSSI.- El planteo de redistribución de los créditos de inversiones en las distintas fuentes de 
financiamiento surge por una necesidad de ejecutar ese nivel de créditos que tenemos asignados y ante 
la imposibilidad de que los proyectos con financiamiento de endeudamiento externo puedan ejecutarse 
a los niveles estimados al comienzo. 


Como ya han mencionado autoridades del Ministerio de Salud Pública, el proyecto del Banco Mundial es de 
US$ 28:500.000. ASSE tiene un componente específico para la adecuación de nuestro parque de 
equipamiento médico, con la intención de adecuar nuestros servicios. En la actualidad, finalizamos el proceso 
de llamado a concurso para un ingeniero biomédico, quien definirá las especificaciones de los equipamientos 
que formarán parte de los pliegos de licitación pública internacional que permitirán adquirir todo lo que está 
contemplado y detallado como necesidades de ASSE a financiarse con ese crédito. 


Por otra parte, con respecto al préstamo italiano, la semana pasada salió, sin observaciones, una primera 
licitación que estaba en el Tribunal de Cuentas. Se trata de un préstamo por € 15:000.000. Los lotes que 
después de muchos meses de trámite salieron sin observación del Tribunal de Cuentas ascienden a € 
10:000.000, y una parte de esa cifra se ejecutará en 2008, dado lo que avanzó el año y la demora del trámite. 
Por lo tanto, se hace la reducción de $ 108:000.000 del financiamiento de deuda externa, y lo que se solicita 
es que se pase a Rentas Generales. De este modo, partimos de créditos para inversiones en 2008 por 

$ 396:000.000 y los llevamos a $ 646:000.000 para ejecutar en este Ejercicio. Aclaro que cuando hablamos 
de inversiones incluimos obras, mantenimiento, todo lo que corresponde a planta edilicia y también a 
equipamiento. 


Hay algo importante que mencionaba el contador Gestido y que también queremos destacar: lo que se ejecutó 
en ASSE por inversiones en 2005 fueron $ 78:000.000; en 2006 se ejecutaron $ 199:000.000; en 2007, 

$ 282:000.000, y lo que proponemos para el Ejercicio 2008 son $ 646:000.000 para equipamiento y para 
todas las obras inherentes a la adecuación de las plantas físicas de nuestras unidades ejecutoras. 


SEÑOR BRENTA.- Según entendí, ustedes están cambiando la fuente de financiamiento porque están 
ejecutando parcialmente algunos de estos préstamos, tanto el del Banco Mundial como el italiano, y 
esta situación se va a mantener, es decir, los ejecutarán al año siguiente. 


En cuanto al tema de las inversiones -en las que se registra un incremento del 900%-, ¿podrán 
proporcionarnos un detalle de las que tiene planificadas ASSE? Lo pido porque en el Parlamento es bastante 
frecuente que durante el debate de algo tan sensible como esto aparezcan muchos reclamos puntuales 
respecto al avance de distintos emprendimientos que está llevando adelante ASSE, tanto en materia de obras 
concretas como de equipamiento. Para todos los legisladores constituye una herramienta muy importante 
conocer la planificación que ASSE tiene en este sentido. 


SEÑORA ROSSLI.- Con mucho gusto le acercaremos todo el detalle de lo que se piensa realizar en este 
Ejercicio y en el próximo en cuanto a equipamiento y obras. 


SEÑOR GESTIDO.- En virtud del artículo 378 se sustituyen los literales E) y J) del artículo 5” de la 
Ley N” 18.161, de creación de ASSE como servicio descentralizado. 


En la primera línea del literal E), luego de "Efectuar designaciones, promociones y cesantías", se agrega "y 
destituciones". Según nuestra opinión, el legislador omitió incluir las destituciones en la Ley N* 18.161, pero 
parece más que razonable que figuren. Por eso hacemos el agregado. 


En la última parte del literal J) se agrega: "Podrá suprimir, transformar, fusionar o crear nuevos servicios y 
cambiar su denominación. Asimismo podrá crear, suprimir, transformar, redistribuir entre los nuevos 
servicios funcionarios, cargos, funciones contratadas, regímenes de alta gerencia, alta especialización y 
prioridad u otros sistemas, reasignando los créditos presupuestales correspondientes". La razón de este 
agregado es que a ASSE se le están asignando funciones nuevas, diferentes, y también una forma de 
funcionamiento y de financiamiento distinta. Ante estos cambios, lógicamente, ASSE necesita una estructura 
diferente. Es como una especie de atleta que cambia de deporte. Por ese motivo entendemos que debemos 
tener la potestad de redefinir la estructura de ASSE a fin de hacerla ágil y competente para enfrentar las 
nuevas obligaciones que tenemos para con el SNIS. 


Esta es la razón de los cambios sugeridos en el artículo 378. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a las autoridades de ASSE toda la información prestada a la 
Comisión. 


(Se retiran de Sala las autoridades de ASSE) 


—La Mesa quiere informar que hemos conversado con algunos legisladores -no con todos, porque esto 
lo estuvimos viendo en la bancada de mi Partido político en la mañana de hoy- sobre la agenda para la 
discusión del articulado del proyecto de Rendición de Cuentas en el seno de la Comisión y del plenario 
de la Cámara. En este sentido, el Presidente de la Cámara y los coordinadores de bancada -tuve 
oportunidad de estar en una de sus reuniones hace quince o veinte días- nos plantearon la necesidad de 
que las jornadas no fueran maratónicas y de que hubiera tiempo suficiente para discutir sobre los 
Incisos y el articulado bien despejados. 


De manera que estamos viendo la posibilidad de votar el articulado en Comisión los días 3 y 4 de julio. Creo 
que todos tenemos el mismo criterio en el sentido de que no vamos a hacer una discusión a fondo en 
Comisión, sino que la daremos en el pleno. 


Por otra parte, los días 9 y 10 de julio, desde la hora 9 y 30 hasta la hora 20 y el día 11 de julio desde la hora 
9 y 30 hasta terminar, discutiríamos en el plenario el proyecto de ley que emane de esta Comisión de 
Presupuesto integrada con la de Hacienda. 

Me acotan las compañeras secretarias que el lunes 7, como máximo al mediodía, deberíamos contar con los 
informes. Por lo tanto, como ya podemos comenzar con su elaboración, hacemos este comentario para que 
después no haya ningún problema y se puedan repartir con tiempo. 

La Mesa propone que el jueves 3 la sesión de la Comisión comience a la hora 14, y el viernes 4 a la hora 9. 
(Apoyados) 


—Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 50) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


